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La investigación “Sanción por  prueba indiciaria en delitos de colusión  frente a 
los limites probatorios de concertación distrito judicial de Puno”, se realiza en 
base a los estándares del diseño no experimental y enfoque cuantitativo; 
teniendo a su vez, como método de desarrollo, las pautas del método hipotético 
– deductivo. Se aplicó la construcción del instrumento precodificado y ejecución 
del cuestionario con el objetivo de  seleccionar una adecuada información que 
se relacione empíricamente a la hipótesis, con soporte con el  programa SPSS, 
para el proceso estadístico de las tablas presentadas en el trabajo de 
investigación. Para el desarrollo del presente estudio, se propuso el siguiente 
objetivo: Determinar el tipo de prueba que justifica las sanciones penales 
establecidas en delitos de colusión en el distrito judicial de Puno, mediante el 
cual se ha planteado establecer que los límites probatorios de concertación en 
el tipo penal de colusión generan la aplicación de mecanismos o prueba 
indiciaria para justificar la sanción penal del imputado en este tipo de delitos, en 
el distrito judicial de Puno. Luego haber discernido los resultados se ha llegado 
a la siguiente conclusión: Se identificó según la práctica jurídica como 
dificultades halladas para la acreditación de la concertación del tipo penal que 
en un 20% no se puede atribuir la participación y la finalidad de defraudar al 
Estado en la concertación, en un 33% no se puede reunir elementos objetivos 
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para vincular a los sujetos activos del tipo penal; y en un 46% no se puede 
acreditar objetivamente la concertación en el delito de colusión. 
 













The investigation "Sanction for indiciaria test in crimes of collusion in front of the 
approbatory limits of the judicial district of Puno", is made based on the non-
experimental design standards and quantitative approach; having in turn, as a 
method of development, the guidelines of the hypothetical - deductive method. 
The pre coded instrument and the execution of the questionnaire were applied 
in order to select the adequate information that is empirically related to the 
hypothesis, with support in the SPSS program, for the statistical process of the 
tables presented in the research work. For the development of this study, the 
following objective was proposed: Determine the type of evidence that justifies 
the penal sanctions established in crimes of collusion in the judicial district of 
Puno, by which it has been proposed to establish that the evidentiary limits of 
agreement in the Criminal type of collusion generates the application of 
mechanisms or circumstantial evidence to justify the criminal sanction of the 
accused in this type of crime, in the judicial district of Puno. After having 
discerned the results has reached the following conclusion: It was identified 
according to legal practice as difficulties encountered for the accreditation of the 
agreement of the criminal type that in 20% cannot be attributed the participation 
and the purpose of defrauding the State in the agreement, 33% cannot gather 
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objective elements to link the active subjects of the criminal type; and, in a 46% 
cannot be objectively accredited the agreement in the crime of collusion. 
 




































La investigación que se presenta  con el título de: Sanción por prueba indiciaria 
en delitos de colusión frente a los limites probatorios de concertación en el 
distrito judicial de Puno, fue motivado por este problema social del que viene 
sufriendo nuestro país en los últimos años. Un fenómeno delictivo o ilícito penal 
realizado principalmente por los funcionarios o servidores públicos quienes, con 
su actuar malicioso y corrupto, dañan no solo el patrimonio del Estado, sino 
también la imagen de la institución a la que representan. El delito de colusión 
sanciona a los funcionarios o servidores públicos, pudiendo también sancionar 
a particulares en calidad de cómplices, quienes pueden realizar la conducta 
reprochable; es decir, concertar para defraudar al estado, de manera continua 
o furtiva, por el cargo que desempeñan, ya sea en la modalidad de adquisición 
o contratación de bienes para la entidad pública, o, tal vez, para las obras, 
servicios, licitaciones, buscando siempre beneficiarse pecuniariamente a costa 
del patrimonio del Estado, por lo que merece una persecución tenaz del 
derecho penal.   
Este delito es conocido como un delito especial, consignado por la 
doctrina mayoritaria como un delito de infracción de deber, y, como tal, atenta 
contra las entidades de la administración pública. 
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En el presente estudio, se habla y se hace mención a varios doctrinarios 
en materia de delitos de corrupción, cuyos comentarios serán plasmados 
dentro del marco teórico, mencionando también los antecedentes de este 
delito, y las reformas que tuvo dentro de la legislación peruana. Se definió el 
delito de colusión se identificó los verbos rectores que representan 
esencialmente la conducta reprochable por el derecho penal, así como también 
se realizó un análisis de los elementos subjetivos y objetivos de este ilícito 
penal, es decir, quienes comenten dicho delito. Asimismo, se dilucidó y analizó 
la teoría del delito desde el punto de vista de la colusión, su estructura y su 
tipificación dentro del ordenamiento penal, así como también se menciona  qué 
es la prueba indiciaria y la forma en que actúan los indicios para acreditar el 
delito en cuestión, ya que este fenómeno delictivo viene afectando también a la 
ciudad de Puno, que a la fecha presenta altos índices de corrupción, llegando a 
quedar impunes muchos de estos casos debido a la dificultad de probar la 



















1.1. EXPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
Conforme a la concepción jurídico penal, el delito de colusión en su 
forma base y con sus agravantes lo encontramos en el Código Penal, 
específicamente en su artículo 384° que señala y tipifica “como ilícito 
penal de colusión el acuerdo o concertación para defraudar o intentar 
defraudar, en perjuicio de los patrimonios del Estado, y ello, 
consecutivamente con el objeto de generar una condición de mercado 
desfavorable, y beneficiar de manera fraudulenta a un determinado 
proveedor o privado privilegiado” estamos hablando de una 
desconfianza desleal. 
 
Esta problemática social que viene cada día en nuestra sociedad 
afectando sabemos que nos encontramos en una situación de 
corrupción que atraviesa nuestro país nos podemos dar cuenta por los 
medios de comunicación que este delito de colusión que son realizados 
por funcionarios o servidores públicos por eso en delito especial los 
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cuales son procesados por la comisión de este delito los cuales las 
pruebas indiciarias.  Las cuales parte de un indicio la cual parte de la 
prueba y está dentro de la clase de una prueba subjetiva mas no por 
pruebas objetivas. 
Nadie puede ser condenado solo por estas pruebas Como se tiene 
conocimiento, el derecho a la presunción de inocencia exige que la 
persona sometida a un proceso penal sea considerada inocente desde 
su inicio, hasta que no se demuestre con pruebas suficientes su 
responsabilidad penal, la que se pondrá en manifiesto en una sentencia 
condenatoria. 
 
Por todas estas razones es necesario realizar una investigación 
en la cual se centra en la sanción, por prueba indiciaria en los delitos de 
colusión frente a los limites probatorios de concertación distrito judicial 
de puno aplicación del Perú en el código procesal penal 
 
1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
1.2.1. Problema general  
¿Cuál es el tipo de prueba que justifica las sanciones penales 
establecidas en delitos de colusión en el distrito judicial de Puno? 
 
1.2.2. Problemas específicos  
- ¿Qué agravio se genera al justificar la sanción penal del imputado 
sustentado en la prueba indiciaria en delito de colusión en el distrito 
judicial de Puno? 
- ¿Cuál es, según la praxis de los abogados el sustento del 
cuestionamiento de la defensa técnica en relación a la aplicación de 
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la prueba indiciaria para determinar la sanción penal en delito de 
colusión en el distrito judicial de Puno? 
- ¿Cual es la dificultad hallada para acreditar la concertación en el 
delito de colusión, distrito judicial de Puno? 
 
1.3.  OBJETIVOS  
1.3.1. Objetivo general 
Determinar el tipo de prueba que justifica las sanciones penales 
establecidas en delitos de colusión en el distrito judicial de Puno. 
 
1.3.2. Objetivos específicos 
- Establecer el agravio que se genera al justificar la sanción penal del 
imputado sustentado en la prueba indiciaria en delito de colusión en 
el distrito judicial de Puno. 
- Identificar según la praxis de los abogados el sustento del 
cuestionamiento de la defensa técnica en relación a la aplicación de 
la prueba indiciaria para determinar la sanción penal en delito de 
colusión en el distrito judicial de Puno. 
- Identificar según la praxis procesal la dificultad hallada para acreditar 
la concertación en el delito de colusión, distrito judicial de Puno. 
 
1.4. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
El presente  trabajo busca identificar cuáles son las sanciones por la 
prueba indiciaria en delitos de colusión frente  a los limites probatorios 
de concertación para calificar la autoría y la participación del intraneus y 
el extraneus hablamos  de los delitos especiales ejecutados por los 
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funcionarios y servidores públicos  es así que la  doctrina nacional y 
comparada y del aporte de la experiencia de especialistas en la materia, 
con la finalidad de proponer la aplicación de una nueva teoría como lo es 
la infracción del deber, que se traduciría en una calificación jurídica 
basada en argumentos dogmáticos  La trascendencia de la presente 
investigación se enfoca por un lado en sancionar de manera ejemplar a 
los agentes delictivos (intraneus y extraneus) dentro de un marco legal 
adecuado, sin que ello implique desconocer los principios jurídico-
dogmáticos que regulan la autoría y participación dentro de una política 
criminal acorde con el Estado social y democrático de Derecho en donde 
existe la siguiente finalidad la restauración de la moral pública. 
 
“La teoría de la infracción de deber al momento de calificar la 
participación y autoría del intraneus y el extraneus en los delitos 
especiales propios e impropios cometidos por funcionarios públicos, 
trasciende al fortalecimiento de la imagen de las instituciones del Estado 
encargados de la administración pública, en especial del poder judicial, 
por cuanto permitiría tener una mejor imagen y aceptación dentro de la 
sociedad al reprimir a través de una justicia distributiva acorde con su 
participación (aporte) y cualidad En consecuencia el presente. 
 
“Consideramos el tema emprendido tiene una gran importancia para 
su estudio y conocimiento profundizado las compras públicas y sus 
implicancias. Asimismo, este estudio es importante en razón por cuanto 
se aspira aportar medios y medidas para poder afrontar mejor los actos 
de defraudación realizados en la Administración Pública peruana, 
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específicamente en las compras públicas, para el beneficio personal lo 
conocemos como delito  de colusión es un medio clave e importante 
para el control de lucha contra los servidores, autoridades y terceros que 
intervienen a efectos de viciar el procedimiento de contratación, por lo 
que se requiere en consecuencia, que el conocimiento, manejo y 
aplicación de una teoría del tipo de colusión, la Imputación Necesaria, y 
teoría de la prueba, por parte de operadores jurídico y ello se realice en 
la forma más eficiente, eficaz y correcta En ese sentido la presente 
pretender abordar de manera seria el proceso de conocimiento del tipo 
de colusión y conseguir aportes en pro de una eficiente administración 
de justicia”. 
 
Sabemos bien que la importancia del presente estudio radicara en 
los resultados los cuales formaran una alternativa para los futuros 
trabajos y buscando la reforma de este delito especial, también 
colaboramos con la sociedad. Con el siguiente fin que es proteger los 




















EL MARCO TEÓRICO 
2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
2.1.1. A nivel internacional 
Díaz,2016 (tesis) en la que titula “ Tipo de injusto de los delitos de 
colusión y negociación incompatible en el ordenamiento jurídico 
peruano”, en la que concluye: 
(…) en primer lugar, la insuficiencia de medios menos lesivos al 
Derecho Penal para poder realizar una lucha contra la corrupción 
en la contratación en el área publica que cada vez va en aumento: 
la necesidad político criminal de los delitos de colusión y 
negociación incompatible. La contratación estatal constituye la 
actividad gubernamental más vulnerable a la corrupción, según la 
OCDE y Transparencia Internacional. Ello se debe a la conjunción 
de dos factores: las grandes sumas de dinero que se invierte en 
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los contratos del Estado y el espacio de interacción que estos 
propician entre el sector público y privado. 
La corrupción trae consigo efectivos nocivos el cual inciden en el 
aspecto económico, pero también en lo político y social. Los 
malos manejos del dinero público generan cuantiosas pérdidas 
económicas para el Estado; pero al mismo tiempo, deslegitiman la 
labor de las autoridades públicas y recortan los derechos de los 
ciudadanos, que no podrán acceder a servicios públicos de 
calidad. 
Frente a la gravedad del problema, el Estado peruano ha asumido 
medidas preventivas y de combate en el ámbito administrativo. 
Entre las primeras se encuentra la implementación de regímenes 
de contratación estatal; mientras entre las segundas, tenemos al 
régimen de responsabilidad administrativo-funcional. 
 
Los regímenes de contratación estatal pueden ser clasificados en 
dos: el Régimen General de Contrataciones o Contrataciones 
Públicas, que comprende la adquisición de bienes, servicios u 
obras a través del desembolso directo de dinero público; y los 
Regímenes Especiales de Contratación que responden a las 
particularidades de la materia contractual, como acontece con la 
Concesión de Obras de Infraestructura Pública y Servicios 
Públicos. 
 
Cada régimen posee su normativa y su propio procedimiento 
contractual. Este último tiene por objeto establecer reglas claras 
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para obtener la contratación más ventajosa a los fines públicos y 
consecuentemente, debería ser garantía de una elección 
transparente e imparcial. Sin embargo, los actos de corrupción en 
cualquiera de los regímenes de contratación, abundan. 
 
Frente a la realización de estos favorecimientos indebidos, el 
Estado peruano cuenta con un Régimen de Responsabilidad 
Administrativo Funcional. Este consiste en la imposición de 
sanciones administrativas como la suspensión temporal en el 
ejercicio de las funciones o la inhabilitación para el ejercicio de la 
función pública hasta por cinco años. 
 
A pesar de haberse establecido un catálogo de infracciones 
administrativas y de haberse delegado su investigación y 
juzgamiento a la Contraloría General de la República, este 
régimen presenta problemas al momento de su aplicación, por 
dos motivos: primero, no se han establecido reglas claras para 
distinguir las infracciones de los delitos; y, existe por lo menos una 
infracción (Contra el deber de neutralidad) que sanciona una 
conducta más gravosa que uno de los delitos materia de 
investigación, el delito de negociación incompatible. 
 
Con ello se trastoca el límite entre Derecho Penal y Derecho 
Administrativo, ya complicado en un escenario como el peruano, 
en el que el Tribunal Constitucional y la Corte Suprema de Justicia 
permiten la acumulación de la sanción administrativa y penal en el 
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ámbito funcional, por considerar que responden a la protección de 
bienes jurídicos de naturaleza diferente. 
 
Más allá de que esto pueda corregirse legislativamente o 
mediante la interpretación de los tribunales, sostenemos que 
existe una diferencia entre estos campos del derecho en cuanto a 
la intensidad requerida de la conducta en relación al bien jurídico. 
En esa medida, por ejemplo, mientras los delitos de colusión y 
negociación incompatible requieren de elementos subjetivos 
adicionales, las infracciones administrativas no. 
 
En el delito especial de colusión existe una previa negociación lo 
cual trae consigo muchos problemas en su ejecución, 
perjudicando los intereses del estado 
 
 Si se revisa la jurisprudencia nacional, la acreditación de los 
delitos de colusión y negociación incompatible pasa por 
determinar la existencia de la concertación entre funcionario 
público y particular o por la presencia de actos que denoten un 
interés indebido. Sin embargo, nada se dice de la relación entre la 
conducta y el bien jurídico, situación que impide dotar de 
materialidad a la prohibición penal. 
 
Esta relevancia ha sido reconocida por el Tribunal Constitucional 
peruano, que interpretando el artículo 76º de la Constitución ha 
considerado que la contratación estatal debe asegurar que los 
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bienes, servicios u obras se obtengan de manera oportuna, con la 
mejor oferta económica y técnica (…) (pp.359-366). 
 
2.1.2. A nivel nacional  
Mandujano 2017 (tesis) en la investigación que titula “problemas de 
imputación y prueba en el delito de colusión”, por lo que el objetivo 
Identificar y conocer el impacto de la imputación y prueba del 
delito de colusión y su relación con respecto a la impunidad, de 
esta manera dará Las deficiencias estructurales y funcionales del 
tipo penal generan un impacto desfavorable en la imputación y 
prueba del delito de colusión. Así como, en la que concluye:  
Se demostró que existe deficiencias estructurales en el artículo 
384° del C.P., desde su denominación del tipo penal de colusión 
simple y agravada, ya que son inconsistentes, en razón que la 
colusión para que se considere merecedora de una sanción penal, 
requiere que se configure el acuerdo o concertación para 
defraudar o intentar defraudar, en perjuicio de los patrimonios del 
Estado, y ello, consecutivamente con el objeto de generar una 
condición de mercado desfavorable, y beneficiar de manera 
fraudulenta a un determinado proveedor o privado privilegiado, es 
decir, generar como consecuencia competencia ilegal o desleal  
 
(…)El tipo penal actual que regula el delito de colusión es una 
muestra de una …pésima técnica legislativa al mezclar los 
distintos modelos extranjeros, sin un análisis previo, generando 
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una figura legal que guarda similitud con el delito de negociación 
incompatible previsto en el artículo 397º y que al ser similar 
deberían excluirse‖266, y asimismo se advierte que el tipo de 
colusión agravada no corresponde al tipo base de colusión simple, 
de tal manera que la colusión agravada constituye un tipo 
diferente al tipo base de colusión simple, en razón que subsumen 
al tipo base como parte de la tentativa del tipo agravado, por lo 
que nuestro ordenamiento jurídico penal al regular el delito de 
colusión ha generado dos tipos penales distintos, y no un 
supuesto de delito simple y agravado. 
 
Nuestro ordenamiento jurídico penal considera al delito de 
colusión agravada de conformidad con la modificatoria contenida 
en la Ley N° 29758, que recoge la concepción de la Ley N° 29703, 
como un delito de resultado, ya que, incorpora como elemento del 
tipo a la defraudación patrimonial en forma concreta e imputable, 
empero (pp.182-185). 
 
2.1.3. A nivel local 
Lasteros,2017 (tesis) en el desarrollo de su investigación la cual lleva 
como título  “acreditación de la concertación en el delito de colusión y la 
dificultad para construir la imputación necesaria”, en la que plantea su 
objetivo, Analizar los planteamientos doctrinarios y jurisprudenciales 
para acreditar la concertación; y, determinar las dificultades que se 
presentan al construir la imputación necesaria, en el delito de colusión. 
Siendo la conclusión: 
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(…) En tal sentido para su acreditación, a través de los casos 
analizados, se propone tres planteamientos: el primero, parte de la 
determinación de las irregularidades y patologías que se presentan a lo 
largo del proceso de contratación pública: preparatoria, selección y 
ejecución, y en diversas modalidades, seguidamente realizar una 
operación de inferencia lógica para establecer la relación existente entre 
las irregularidades, si coinciden con los momentos y circunstancias de la 
concertación, finalmente establecer la tesis de imputación, acreditando 
indubitablemente la concertación, para postular la condena o en su 
defecto, postular la absolución del investigado. El segundo 
planteamiento, en su primer momento, establece la vinculación fáctica y 
jurídica de los actores con las irregularidades que se presentan en el 
proceso de contratación, y el segundo momento de esta teoría es 
establecer la vinculación que tienen los actores que han participado en 
el proceso de contratación, esto es: vinculación familiar, económica y 
laboral; y el tercer momento de esta teoría es determinar, si las 
irregularidades y la vinculación entre los actores se han desarrollado con 
la finalidad e interés de lograr un beneficio económico. El tercer 
planteamiento, sostiene que la concertación debe ser acreditada a 
través de la prueba por indicios, la cual se debe determinar advirtiendo 
tres momentos para establecer una conclusión razonable sobre la 
concertación, esto es: (i) establecimiento de indicios partiendo de una 
prueba existente; (ii) verificar la convergencia inequívoca de todo los 
indicios; (iii) establecimiento del nexo causal a través de un proceso de 
inducción, deducción o abducción, para finalmente señalar el hecho 
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indicado o inferido, es decir prueba indiciaria construida con indicios que 
deben ser concordantes y convergentes para destruir la presunción de 
inocencia. 
 
En los casos analizados las dificultades que se advirtieron, en la 
construcción de la imputación necesaria, están relacionadas con la 
acreditación de los elementos estructurales del tipo penal de colusión: el 
primer aspecto está referido a la construcción de las proposiciones 
fácticas para atribuir e imputar la autoría y participación (instigador, 
cómplice primario o secundario) dado que la concertación no ocurre en 
un solo momento, sino se da una cadena concertaciones a lo largo del 
proceso de contratación pública y esto dificulta establecer los roles que 
cada uno de los actores han desempeñado para cometer el evento 
criminal. El segundo aspecto está referido a la naturaleza y las 
circunstancias del cómo, cuándo y dónde, se da el acto de concertación, 
ello no ocurre en un acto público, sino siempre se busca la 
clandestinidad para realizar los acuerdos ilegales, en lo posible 
desapareciendo toda las huellas del delito, no solamente ello, sino la 
concertación ocurre de diversas formas, esto es; en forma directa, por 
vía telefónica, por internet, por mensajes de texto, todo ello dificulta una 
adecuada construcción de la imputación necesaria. Y el tercer aspecto 
está referido a la falta de teorías, planteamientos doctrinarios y 
jurisprudenciales que establezcan las formas de acreditar la 
concertación, la dificultad se presenta cuando no se halla un medio 
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probatorio directo para acreditar la concertación, y muchos casos a falta 





2.2. BASES TEÓRICAS 
2.2.1. Antecedentes en el delito de colusión 
 
Al hablar de este delito de colusión ilegal realiza una indagación 
sancionar a los funcionarios públicos que realizan acuerdos para el 
beneficio personal como son los contratos, suministros, licitaciones, 
concursos de precios, subastas, alguna otra actividad operación en la 
que interviene en razón de su cargo o comisión especial de un 
comportamiento defraudación esto de naturaleza patrimonial en la 
ocupación de su cargo. 
Para Gómez (2000) quien menciona que: 
En el transcurso del tiempo ha surgido cambios esto por parte de 
los tribunales de justicia como se ha desarrollado la contratación 
administrativa y esto cada vez en el cual el estado interviene 
como un agente económico en el cual se celebra actos jurídicos la 
realización de este delito en este tiempo se ha aumentado de 
forma paradigmática. (p.307). 
Viéndolo desde una forma de prevención indicamos que dichos 
funcionarios tienen que velar por los intereses patrimoniales del estado, 
eliminando las prácticas nocivas, los funcionarios públicos deben realizar 
sus actividades y cumplir con ella de manera adecuada Desde el punto 
de vista preventivo general se aspira que los funcionarios solo velen y 
protejan los intereses patrimoniales del Estado, erradicando prácticas 
nocivas como la concertación defraudadora. Los funcionarios deben 
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cumplir de manera adecuada esto cuando intervienen en determinados 
negocios jurídicos representando al Estado. 
Por otro lado, Según Sánchez (2000) indica lo siguiente: 
Los funcionarios públicos los cuales ejercen dentro de sus 
actividades laborales tienen que cumplir con la su finalidad la cual es 
la protección de los intereses de la administración pública, el cual 
tiene que proteger el bien jurídico desde que asume el cargo existen 
funcionarios que por la concreta función que desempeñan en una 
determinada situación  ya sea porque deriva de su propio cargo o de 
una comisión con el objeto de proteger los intereses del estado 
cuando intervienen en los  negocios jurídicos “contratos, suministros, 
licitaciones, concurso de precios, subastas o cualquier otra operación 
semejante” (p.250). 
2.2.1.1. Legitimidad del derecho penal en el Perú  
Todo país tiene sus propias normas legales sabemos bien que estas 
leyes pueden ser vulneradas y con esto afectar el bien jurídico el cual 
pertenece a la naturaleza del derecho penal, esto dependiendo la 
gravedad las cuales atentan los valores estos son necesarios del orden 
social dicho accionar tendrá una sanción penal para quienes trasgreden 
la norma. 
Para la constitución política del Perú (1993) quien indica lo siguiente: 
Art. 138° de la Administración de Justicia. 
“La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se ejerce 
por el Poder Judicial a través de sus órganos jerárquicos con 
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arreglo a la Constitución y a las leyes. En todo proceso, de existir 
incompatibilidad entre una norma constitucional y una norma 
legal, los jueces prefieren la primera. Igualmente, la institución en 
mención goza de autonomía e independencia para ejercer su 
función jurisdiccional  
 Para Tiedemann (2003). indica lo siguiente: 
  El derecho constitucional tiene una dogmática penal la cual se   
 Concretiza en la actuación del Tribunal Constitucional, en tanto 
supremo intérprete de la Constitución. Es a través de la 
interpretación y la argumentación constitucionales que el Tribunal 
contribuye a superar las limitaciones de la dogmática penal (p.21). 
 
2.2.2. La administración pública  
Lo ubicamos en el título XVIII del Libro Segundo del ordenamiento 
jurídico penal, en el cual existe una tarea compleja, no solo por lo 
reprochable sino además porque su incidencia tiene una directa 
correlación con el desarrollo e incremento de la inversión peruana en el 
sector público. 
Para el profesor Caro (2014) nos menciona que: 
“El Código Procesal Penal regulado en el Decreto Legislativo Nº 
957, se obligó a implementarse los operadores de derecho como 
el fiscalizar Delitos de Corrupción de Funcionarios Públicos a nivel 
nacional, se ha tenido que reescribir cierta parte de la teoría del 
delito como es el tipo de delito que constituyen delitos propios o 
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especiales. Contra las entidades de la administración pública, y 
que sirva de fundamento y uniformización de este catálogo de 
delitos previsto desde el artículo 361º al 401º del Ordenamiento 
jurídico penal” (p.38). 
2.2.3. Tipicidad en el delio de la administración pública 
Como sabemos es adecuar el comportamiento de las personas a la 
figura legal penal podemos mencionar que es la adecuación de un 
hecho realizado a un hecho legal. 
Según Reyes Echandia (1989) refiere que: 
“indicamos que la tipicidad cuenta con un tipo penal, que viene a 
hacer la descripción legal de un comportamiento psicofísico ejecutado 
por el legislador de una conducta estimada abominable y sancionable 
penalmente”. (p.25). 
Se identifica los tipos penales contenidos en el mencionado título 
del ordenamiento jurídico penal están encaminados a proteger o 
sancionar la infracción de la administración de distintas situaciones. 
 El adecuado trabajo de la administración pública 
 “en el ejercicio de sus atribuciones” 
 El objetivo es el cuidado del patrimonio de la administración pública 
 “la estructura objetiva de la administración pública” 
 
2.2.4. La antijuricidad en delios de la administración pública 
Para Muñoz Conde (2012) nos comenta que: 
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El análisis de la antijurídica de encuentra en relación con la 
tipicidad, esto porque al hablar de un comportamiento típico es 
antijurídica su principal función es que obliga al operador jurídico 
 “… la constatación negativa de la misma, es decir, a la determinación 
de si concurre o no alguna causa de justificación” (p.81). 
“La antijuricidad tiene un doble sentido hablamos de una antijuricidad 
formal y la material, la contradicción que existe entre la acción y el 
ordenamiento jurídico por otra parte  es la relación de oposición el cual 
existe una norma el cual refleja  (en la ofensa, lesión, o la exposición al 
peligro).afectan el bien jurídico que la ley quiere proteger es así que 
engloba un doble sentido la formal y material las mismas que no son 
incompatibles por el contrario son aspectos de un mismo fenómeno” 
(p.82). 
Alguno de sus dimensiones, es decir:  
1. El adecuado funcionamiento de sus actividades de la administración 
pública 
2. En la actuación de sus potestades o atribuciones 
3.  patrimonio de la administración pública 
4. la administración pública dentro de su propia estructura 
5. “su correcta identidad” (p.82). 
 
2.2.5. Las entidades de la administración pública en la culpabilidad 
para desempeñarse como servidor o funcionario público se sujeta 
a las reglas y condiciones de la Ley de Servicio Civil, o normas 
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especiales como en el caso de autoridades políticas, que cuentan 
con pleno goce y ejercicios de sus derechos los cuales fueron 
determinadamente evaluados para tener un ingreso dentro de un 
concurso publico tener conocimiento como es el manejo la 
administración pública y la responsabilidad de sus actividades los 
cuales si hacen mal sus trabajo serán sujetos a un proceso 
administrativo o penal (Silva,2010,p.285). 
 
2.2.6. La administración pública sus autores y partícipes  
Como sabemos la infracción que ciertas personas que cometen es un 
aspecto problemático dentro de la administración pública es importante 
saber identificar quien es el que realizo dicha acción en este caso el 
autor si participo con coautores en la comisión del hecho punible. 
De esta manera encontramos a Salinas (s,f) refiere lo siguiente: 
Existe doctrinariamente que el autor aquel que ejecuta la acción o 
por medio de otro todos los elementos objetivos y subjetivos que 
configuran el tipo penal, quien tienen dominio del hecho. Por otro 
lado, se entiende que los coautores son aquellos que cometen 
conjuntamente el delito. La coautoría exige tres requisitos: 
“Decisión común orientada al logro exitoso del resultado, aporte 
esencial realizado por cada agente, y el tomar parte en la fase de 
ejecución desplegando un dominio parcial del acontecer. 
 
Al mencionar la cooperación de la comisión de dicho delio eso 
dependiendo del autor o los coautores el hecho principal dicha 
21 
 
participación depende del hecho principal la cual se divide o la podemos 
conocer de dos maneras las cuales son las siguientes: 
 el cual se relaciona cuando el partícipe dolosamente presta auxilio 
para la actuación del hecho punible por parte del autor, sin el cual no 
se hubiese ejecutado (Salinas, s.f, p.1). 
 se establece cuando el partícipe de cualquier otro modo, sin ser 
sustancial, ocurriese dolosamente prestada asistencia al autor del 
delito (Salinas, s.f, p.1). 
 
  La participación en la comisión del delito contra la “administración 
pública” no cualquier persona puede ser autor. Para que sea calificado 
como autor de este delito es necesario tener tal cual lo establece o lo 
determina el tipo penal, la posición es que sea “funcionario o servidor 
público”. 
 
2.2.6.1. Incumplimiento del deber 
Como sabemos los delitos conocido como especiales contra la 
administración pública, para su determinación o restricción de la autoría 
y participación, la teoría de los delitos de infracción de deber formulada 
desde la óptica. 
 
Es así que mencionamos a Roxin (1997) quien nos comenta lo siguiente: 
“Dentro de nuestra legislación mencionamos al Código Penal con 
el título “delitos contra la administración pública”, está referido 
aquella que ha infringido un deber especial que, el cual no es 
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cometida por otra persona ya que no cumple con el requisito en 
mención de ser un funcionario (p.338). 
 
La autoría en los delitos de infracción de deber un “deber especial 
de carácter penal” que no recae en todas las personas, sino en 
aquellos sujetos calificados que pueden cometer estos delitos, los 
sujetos públicos tienen deberes especiales como son los 
siguientes el deber de lealtad, de cautelar, proteger, e impulsar el 
correcto funcionamiento de la administración pública (p.338). 
 
De otra manera seguiremos comentando al respecto vamos a 
mencionar al profesor García (2008) menciona que los delitos contra 
la administración pública. 
“Encuentran su fundamento en los deberes que por su carácter 
especial solo pueden atribuirse a los funcionarios públicos. De ello 
depende, analizando el delito de colusión, que “la prohibición se 
encuentra principalmente en el irregular desempeño funcional de 
un trabajador del estado (funcionario) que trae un perjuicio” (p.21). 
 
 Según este autor mencionado “el deber positivo específico que 
infringe el funcionario público en el delito de colusión consiste en 
“disponer del patrimonio estatal con el fin de adquisición de los 
bienes o servicios necesarios beneficiosa para el Estado, 
excluyéndose acuerdos con particulares que resulten perjudiciales 
para el Estado” (p.22). 
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Así mismo hacemos presente a Demetrio Crespo (2000) quien señalo 
lo siguiente. 
“la infracción del deber se trata de un discernimiento solamente 
formal que nada dice sobre su contenido, y que carece por tanto 
de cualquier capacidad limitadora a la potestad punitiva del 
Estado Bajo la infracción de deberes funcionales, entonces, bien 
podrían tipificarse conductas que deben ser protegidas por el 
Derecho Administrativo o que carecen de cualquier tipo de 
lesividad” (p.70). 
2.2.6.2. El derecho penal del Perú  
El estado constitucional del derecho la cual es ejercida y sancionada por 
el estado y esta es designada le da dichas atribuciones al poder judicial 
el cual es legitimado por la constitución política del Perú. 
 
La constitución del estado, en su artículo 138°, (1993) refiere que: 
“Es el pueblo quien tiene la potestad de administrar justicia, por lo que 
ésta se ejerce por medio de los organismos competentes con arreglo a 
las leyes, siendo el organismo competente el Poder Judicial.”. 
 
Resulta necesario aclarar que el Poder Judicial, según la 
constitución, goza de autonomía y ejerce sus funciones de manera 
independiente, mas no cumple una función legislativa ya que de ello se 
encarga el Poder Legislativo por medio de nuestros representantes. 
Según Pizzorusso (1984) refiere que: 
 Estados constitucionales democráticos, en el cual somos 
participes es quien implanta los principios fundamentales tanto del 
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derecho público como del derecho privado. También indicamos 
que la Constitución es una norma jurídico-política y manifestación 
suprema del ordenamiento jurídico, en ella se hallan las bases 
constitucionales de todas las disciplinas del Derecho (p.11). 
 
    Para el tribunal constitucional (2006) menciona que: 
Un estado que basa sus principios teniendo como prioridad la 
dignidiad humana no puede asumir esta concepción, ya que tiene 
también como prioridad el principio político - demotratico. Sin 
embargo, tampoco significa que el derecho penal, en su relación 
con la constitución, se convierta en algo simbólico, todo lo 
contrario, si nos encontraramos ante una afectación de algún bien 
constitucional, se deben agotar los mecanismos para sobrellevar 
esta afectación, la cual es también función de un Estado 
Constitucional de Derecho conforme lo prevee nuestra misma 
norma superior, verificando siempre la aplicación del principio de 
fragmentariedad, mínima intervención y proporcionalidad de las 
penas, y no dejando e observar las garantias que nos proporciona 
la misma constitución para proteger los derechos fundamentales, 
considerando además que el fin de la pena es siempre la 
reincerción, del condenado, a la sociedad. (p. 40) 
  
 
2.2.6.3. El Perú y el delito de colusión 





 Art. 265, celebración indebida 
de contratos 
 Todos estos delitos tienen una 
intención en especial el 
conminar a los funcionarios y 
servidores públicos a que 
observen el rol especial que han 
asumido en negocios, 
contrataciones y demás 
instrucciones en los que actúa a 
nombre del Estado y de dicho 
modo aseguren los interés 
patrimoniales de la 
administración pública 
 España (1973) Arts. 400-401, 
fraudes y exacciones legales 
España (1995) Art. 436. 
 destaca el núcleo de un ilícito 
en una fase necesariamente 
la defraudación de aquellos 
intereses del ente público, 
siendo suficientemente la 
concertación  
 
Una vez realizada dicha comparación de estas dos legislaciones 
eso en mención con el delito de colusión los cuales tienen el mismo 
efecto sancionador que perjudican al estado.  
 
2.2.7. Teoría y naturaleza del delito de colusión 
El delito investigado (colusión), que tiene base legal en nuestro 
ordenamiento penal en el artículo 384°, es conocido también como 
defraudación a la administración pública, y desde hace un tiempo es 
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materia de discusión doctrinal y jurisprudencial por parte de los 
operadores del derecho. 
Para Abanto (2001) menciona que: 
 
“La teoría del delito es fundamental para entender y desagregar 
cualquier tipo de delito, por lo tanto no es posible dejar de lado su 
método de interpretación. Por lo que ésta teoría resulta necesaria 
para determinar los elementos que son parte de determinado 
delito, en nuestro caso la colusión, utilizando la exposición de 
tendencias dogmáticas, y llegando a las consecuencias jurídico-
penales de la acción humana, lo que nos lleva a comprender 
mejor el ilícito penal estudiado.” (p.29). 
  
2.2.8. El Nomes Iuris 
La   colusión desleal, es aquella que se realiza la defraudación en la 
contratación pública el fraude que realiza el funcionario público con el 
servidor público los cuales celebran contratos o negociaciones lo cual 
este delio está plasmado en el ordenamiento penal de nuestro país. 
De esa manera mencionamos a Castillo y Cavero (2008) quien nos 
comenta lo siguiente: 
 
“En el ámbito privado, es decir, en el mercado y el comercio, no 
son permisibles los pactos colusorios, ya que de aceptarlo 
estaríamos hablando principalmente de perjuicios particulares, por 
lo tanto no se necesita hacer distinciones entre colusión y de otra 
parte colusión ilegal, lo que resultaría repetitivo e innecesario, por 
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lo que resulta prudente afirmar que toda practica colusoria es de 
por sí ilegal, no dejando mayor duda sobre el significado de dicho 
concepto en nuestro ordenamiento penal en relación al delito 
referido.” (p.64). 
Los acuerdos colusorios que son la base del delito de colusión y 
que se concretan a través de la concertación, con actos 
penalmente replimibles, sin embargo, remitiendonos a los 
principios generales del derecho penal, tenemos que éste se basa 
en los principios de mínima intervención, subsidiariedad, última 
ratio, por lo que para que esa conducta sea reprochable 
necesariamente se tienen que cumplir los requisitos de ésta 
conducta típica. Por lo que, el ordenamiento penal al hacer 
referencia al delito de colusión considera replimible el acuerdo 
que existe entre un funcionario y contratista para perjudicar 
patrimonialemnte al estado, con la intención de que éste tercero 
se vea favorecido al serle otorgado una buena pro que no hubiese 
conseguido si no recurría a estos malos actos, por lo que tendría 
en primer lugar amplia ventaja respecto a sus competidores, 
generando así una situación de competencia desleal o mercado 
desfavorable, y generando también perjuicio moral a las 
instituciones del estado, ya que la población dejará de confiar en 
dicha entidad al apreciar que esta inmersa en actos de corrupción. 
2.2.9. Antecedentes del delito de colusión 
En este marco el estado peruano ha realizado diferentes modificaciones 




Según Aycho (21 de agosto de 2013) indica lo siguiente: 
El delito de colusión es conocido en otras legislaciones y reciben 
el nombre de negociaciones incompatibles, fraude a la 
administración pública, “solemnidad indebida de contratos”, tiene 
su antecedente más reciente en el artículo 344 del Código Penal 
derogado de 1924 (parr.4). 
 
2.2.10. Definición y la regulación del delito de colusión 
Nuestra regulación tiene una semejanza con el derecho penal español el 
delio de colusión o en España conocido como ilícito de colusión en 
nuestro país Art, 384 del código penal. 
 
Entonces mencionamos que es colusión que podemos comprender por 
esa palabra entonces diremos que Aycho (2013)  
Colusión es “acuerdo o transacción realizado entre dos o más 
personas en forma secreta, con el fin de defraudar o perjudicar a 
alguien”. Esta concertación es en principio es de manera ilegal, 
quien realiza dicha acción es el funcionario llegando a efectuar 
acuerdos con los contratantes. Pero al realizarlo debe proteger los 
intereses de la administración pública. (Parr.1-2). 
2.2.11. Naturaleza jurídica del delito de colusión 
En este sentido se comprende que es un delito de comisión sabemos 
que la persona quien realiza el hecho punible requiere que sea realizado 
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por un funcionario público es por eso que debemos entenderlo como un 
delito de infracción de deber. 
Para Castillo y Cavero (2008) que indica que: 
La jurisprudencia realiza sus comentarios respecto al tipo penal 
de colusión el cual es determinado como un delito especial el cual 
solo es imputable al funcionario público realizando sus funciones 
laborales derivado de su cargo en lo que concierne a la adecuada 
gestión de los interés y bienes públicos (p.21). 
Según Valenzuela (2011) brinda el siguiente comentario: 
“el artículo 384º constituye un caso de los denominados delitos de 
encuentro, que precisa cual es la conducta típica la cual es perpetrada 
por varias personas – dos o más – con un objetivo común”, (p.294). 
“(…) delito que genera a veces un perjuicio material e cual es real y 
tangible al patrimonio de la entidad pública. Se trata, además, de un 
delito considerado de resultado instantáneo” (p.294). 
Por otro lado, el profesor Cáceres (2016) precisa es la infracción con 
resultado: se encuentran en siguientes criterios: 
  (infracción de deberes funcionariales a través del acto de 
concertación) (p.206). 
  (afectación del patrimonio del Estado) (p.206). 
2.2.12. Bien jurídico protegido 
Al hablar del delito de colusión con respecto al bien jurídico tutelado 
pues existen diversas posturas las cuales mencionaremos:  
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” La función de negociación, así como proteger el patrimonio del Estado” 
(p.192). 
El bien protegido es el patrimonio del estado así como también la 
correcta administración por parte de los funcionarios, como 
sabemos el delito de colusión tiene como fin el proteger el 
patrimonio estatal en sus labores que se confeccionan en los 
contratos estatales, contratos administrativos de carácter 
patrimonial (p.70, Castillo y Cavero 2008).  
2.2.13. El delito de colusión de acuerdo a la tipicidad 
2.2.13.1. El Tipo penal 
El Art. 384 del código penal es el siguiente: 
Según Aycho (2013) el sujeto activo ya es conocido por su 
condición especial los cuales, interviniendo ya sea de forma 
directa o indirectamente, por el cargo que ocupan dentro de su 
trabajo, ya sean cualquier momento y las distintas formas de 
adquisición o contratación pública de bienes, obras o servicios, o 
cualquier operación del estado dichas personas llegan a un 
acuerdo eso que tienen una consecuencia la  para defraudación 
según ley, será reprimido con pena privativa de libertad no menor 
de tres ni mayor de seis años (parr.6). 
 
Las conductas de colusión. Al mencionar la concertación es 
expuesta antes que se defraude el patrimonialmente del Estado, 
hablamos de una colusión consumada, que se ve por la voluntad 
del legislador por otro lado, si la concertación es descubierta, 
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después que se originó daño patrimonial estaremos ante una 
colusión consumada la cual es agravada(parr.8). 
 
“tener en cuenta que la colusión simple tiene como verbo rector al 
término "concertar", en cambio, la colusión agravada tiene como 
verbo rector al término "defraudare". (parr.10). 
 
2.2.13.2. Acción típica 
Para Valenzuela (2011) quien indica que: 
Colusión que proviene del verbo coludir, significa pactar con un 
tercero, por lo que como delito en nuestro ordenamiento jurídico 
hace referencia al acto suscitado entre un funcionario del estado y 
generalmente un particular que por medios de los acuerdos 
clandestinos pactados afectan severamente el patrimonio del 
estado. Este particular es un usualmente un proveedor de bienes 
o servicios quien pretende contratar con el estado pero que sin 
embargo muchas veces no cumple con los requisitos exigidos por 
éste para lograr determinada licitación, por lo que recurre a 
medios ilegales para conseguir su objetivo, medio ilegal que se 
refleja generalmente por una concertación con el funcionario que 
tiene el dominio o la autoridad dentro de determinada institución 
para así favorecerlo, lo cual está previsto en el artículo 384º de 
nuestro Código Penal vigente. 
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1. Acuerdo colusorio entre dos personas es el autor o interesado-
proveedor. 
 2. El proceso o tratado administrativo. 
 3. “La defraudación al Estado” (p.283). 
 
2.2.13.3. El delito de colusión y la participación del sujeto activo 
Dentro de este hecho punible ya mencionado indicamos al delito 
especialísimo de infracción de deber cuando hablamos del sujeto activo 
o el agente sabemos que debe tener la condición ya establecida 
especialmente y debidamente señalada en el tipo penal. 
 
Para el C.P. indica que 384º, “El funcionario o servidor público, tiene sus 
atribuciones funcionales el deber de participar en cualquier etapa de 
adquisición o contratación pública de bienes, obras o servicios, 
concesiones eso a cargo del Estado.” (Aycho, párr., 40, p.2013). 
 
El sujeto activo dentro del delio de colusión es aquella persona 
quien tiene una condición especial para poder imputarle dicho 
acto exige la ley que tiene que ser realizada por el funcionario 
público esto no es suficiente  nos menciona también que 
mantengan dentro de sus atribuciones el participar en cualquier 
etapa de adquisición contrataciones  de bienes, o servicios los 
cuales representan al estado es así que si no se verifica la 
relación funcional, el delito en hermenéutica no se configura” 
(Aycho, párr. 41, p.2013). 
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2.2.13.4. Sujeto pasivo  
Dentro del delito de colusión sabemos que el sujeto pasivo es el “estado 
peruano”  
Quinen es afectado es el Estado peruano y los organismos 
constitucionales autónomos o las diversas personas jurídicas 
dentro del derecho público (universidades, sociedad de 
beneficencia pública, Essalud, Ministerio Publico, Poder Judicial, 
etc.) pactan contratos y numerosas sistematizaciones pecuniarias 
que dañan de forma directa el presupuesto estatal dañando el 
patrimonio (Aycho, párr. 42, p.2013). 
 
2.2.13.5. Tipificación subjetiva  
Este acto es realizado de forma dolosa. Aquí no hablaremos que dicho 
acto fue realizado por desconocimiento o por culpa. El actor en pleno 
conocimiento de todos los elementos objetivos que exige el tipo penal, 
es quien actúa voluntariamente y con solo una finalidad que es la 
defraudación que el estado ha puesto en el. 
Dentro del acto punible es necesario establecer que existe la 
colusión siempre y agravada es adecuado realizar la diferencia 
que existe dentro del aspecto subjetivo dentro de lo siempre 
indicamos que la persona dolosamente efectúa acuerdos con 
terceros obteniendo algún interés personal y así defraudando al 
estado, en la agravada el agente público por medio de un pre 
acuerdo que se realizó dolosamente quien defrauda al patrimonio 





Si hablamos de colusión, podemos encontrarnos en dos 
escenarios, por un lado tenemos que nuestro ordenamiento juridico 
prevee la colusión simple y por otro lado la agravada. La primera se 
entiende cuando existe concertación con un particular, se tiene la 
intención de defraudar al estado pero no tal hecho no se llega a 
concretar. Mientras que en la segunda si se consigue una defraudación 
efectiva al patrimonio estatal.  
 
2.2.14. Consumación del delito de colusión 
 La consumación es diferente en ambas modalidades ya antes 
mencionadas: 
En el Art.384 del Prefiere que la acción realizada como colusión 
simple su consumación se determina cuando dicha persona llega 
a un acuerdo y a su participación de dicho acuerdo de manera 
clandestina eso con el propósito de defraudar y sacar provecho 
del patrimonio del estado peruano. Para poder determinarlo solo 
basta que se verifique el acuerdo o pacto colusorio el cual es 
clasificado como un delio concreto (p.48). 
 
En el segundo párrafo del artículo en mención nos refiere que la 
colusión agravada se consuma cuando dicha persona el cual 
perjudica de modo efectivo en el patrimonio del estado en el cual 
tiene que ser probado que dichos agentes hayan llegado a un 
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acuerdo con un tercero los cuales están interesados esto dentro 
de las modalidades de contratación o adquisiciones del Estado” 
(parr49). 
 
“Dicho accionar tendrá que ser establecida por los peritos 
especializados. Es irrelevante a efectos de la consumación, verificar si el 
agente obtuvo algún provecho o ventaja económica” (parr.48-50). 
 
2.2.14.1. Tentativa del delito de colusión 
En la colusión simple, así como la agravada no admiten tentativa. 
 
Indicamos que nos encontramos ante un peligro concreto en el 
cual no se puede admitir la tentativa como existe en otros delitos, 
nos indica que solo basta con probarse la concertación eso con la 
finalidad de defraudar el patrimonio del estado peruano, es decir, 
se inician los acuerdos clandestinos y colusorios con los terceros 
interesados, automáticamente se produce la consumación del 
delito” (2013, Aycho, parr.51). 
 
Al referirnos de la colusión agravada, esta se consuma en el 
instante cuándo se perjudicar de modo efectivo el patrimonio del 
Estado ya antes mencionado que es por previo acuerdo. Esto es 
así debido a que si antes que el sujeto público logre perjudicar de 








2.2.14.2. Penalidad del delito de colusión 
Una vez terminada la investigación dentro del debido proceso y así 
poder probar su consumación y encontrado al acusado cumplible de 
haber realizado dicha conducta es debidamente sancionada en la 
colusión simple tendrá una sanción de con una pena privativa de 
libertad no menor de tres ni mayor de seis años, en la colusión 
agravada, el agente público será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de seis ni mayo de quince años (parr.55). 
 
2.2.14.3. El Defraude al estado  
Debe existir el acuerdo entre el autor y el proveedor produzca la 
defraudación del Estado dentro del proceso administrativo.  
Para Rojas (2007) refiere que: 
 
Las entidades del estado esa propensos a tener perjuicios por el 
incumplimiento ya sea de manera parcial o en su totalidad de un 
contrato esto no solo por la existencia de un acuerdo si no esto 
por diversos factores   como una impropia negociación, 
negligencia en buscar una mejor optimización y cuidado en el 
manejo de los recursos del Estado buscando algún postor que le 
conviene, por ejemplo, una duración mayor del producto” (p.412) 
 
2.2.14.4. Colusión simple y agravada 
Para Guimaray (2011) comenta lo siguiente: 
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“El delito de colusión desleal la cual se refiere a la retribución de 
recursos públicos en las operaciones contractuales qué el estado 
realiza. 
Ahora comentando lo que indica en el primer párrafo antes 
mencionado se representa por el acuerdo el cual busca defraudar 
al estado en modalidad de peligro, mientras leemos el segundo 
párrafo indicamos que establece específicamente a la 
defraudación al patrimonio del estado el cual la pena se 
acrecienta teniendo una modalidad agravada” (p.4). 
 
 
 Defraude de la colusión simple 
“El funcionario o servidor público que dentro de sus funciones 
esta tiene como una de sus actividades a realizar 
contrataciones ellos defraudan a esa confianza depositada 
esto afectado al estado. Para mencionar que es el delito de 
colusión simple, no es necesario que realmente con la 
conducta fraudulenta” (p.54). 
 
 Defraudación de la colusión agravada 
Ya de definió que es defraudar. En efecto, defraudar ya ha 
sido definido y señalado, en la colusión agravada. Es 
defraudar al Estado el cual tiene un significado como el 





2.2.14.5. Existe las modalidades de adquisición o contratación 
efectos del delito 
Para salinas (s.f). Refiere lo siguiente: 
En este aspecto hablamos de actos jurídicos como son contratos, 
realiza el Estado para cumplir sus objetivos y fines propuestos. 
“El estado celebra contratos los para la ejecución de obras ya sea 
en bienes y servicios en el cual se llevará procedimiento por el 
cual el postor muestra su propuesta para elaborar una obra 
pública previa invitación previo de un concurso. Estado para 
proveer de manera continua y permanente determinados bienes a 
ciertas instituciones públicas para el desarrollo de sus actividades 
Siendo el caso que luego de firmarse el contrato de suministro, la 
empresa contratista con conocimiento del agente público realiza 
suministros de menor calidad o cantidad” (p.259). 
 
2.2.15. Derecho probatorio en el Perú  
Es una rama del Derecho que se encarga de estudiar las pruebas 
dentro de determinado proceso, esto respecto a su práctica, evaluación, 
examen, para que el Juez pueda valorarlas y crearse convicción de 
certeza respecto al hecho que está juzgando. 
 
Para Rioja (2017) menciona que: 
“A través del derecho probatorio se puede entender la prueba 
estudiada en muchos de sus aspectos, no necesariamente en el 
ámbito judicial sino también extrajudicial, por lo que podemos 
considerarlo una ciencia. Y, por otro lado, podemos entender 
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también a ésta rama como aquella que busca crear certeza en el 
magistrado con relación a lo expuesto por los litigantes al oralizar 
sus pretensiones, sea cual sea la vía en la que esto se desarrolle, 
ya que lo que busca conseguir es cierto grado de convencimiento 
en el juzgador” (Parr.1). 
“Los justiciables, al buscar que se les acoja determinada 
pretensión, tienen el derecho de que la prueba que consideren 
pertinente para probar un hecho sea admitida, siempre y cuando 
sea pertinente, y actuada por el juzgador, ya que será de gran 
valor para su defensa. Por lo tanto se encuentran legitimados para 
obtener las pruebas suficientes o necesarias para poder acreditar 
determinado hecho que les sirva para obtener su pretensión final. 
Debemos tener presente tambien que los derechos no son 
absolutos, y como tal el derecho a ofrecer medios de prueba 
tampoco lo es, por lo que éstas tienen que cumplir ciertas 
condiciones y requisitos, siendo una de ellas que sea ofrecida 
oportúnamente, y que sea útil y pertinente, por lo que las 
instancias procesales se han provisto de mecanismos que sirvan 
como filtro para la incorporación de las mismas, por ejemplo, en el 
ámbito procesal penal existe la etapa intermedia en la cual se 
admiten o rechazan los medios de prueba ofrecidos que 








2.2.15.1. Finalidad del derecho probatorio 
Al comentar que la prueba tiene como finalidad el cual es sumamente 
importante el cual es producir conocimiento al juez sobre la existencia de 
un hecho esto será presentado en la etapa postulatoria dentro del debido 
proceso, así también comentamos que quien afirma un hecho el cual 
debe ser debidamente probado esto contando con los respectivos 
medios probatorios esto respetando los principios procesales y 
constitucionales. (2001, pp.10-11). 
 
Con Relación de la finalidad de la prueba judicial, indica que se reconoce 
tres posiciones: 
 “Instaurar la verdad” (Morales, 2001, pp.10-11). 
 “Conseguir la convicción del juez” (Morales, 2001, pp.10-11). 
 “Alcanzar la fijación formal de los hechos procesados” 
(Morales, 2001, pp.10-11). 
 
2.2.15.2. La prueba en el Perú  
 La palabra prueba se remonta al término latino “probo”, de bueno, 
honesto y también del vocablo “probandum” referido a aprobar, 
experimentar. 
 
Si bien es cierto nombraremos a varios autores que dentro del 
estudio realizado los encontramos realizando y brindándonos dicha 
información. 
Para el maestro Bentham (1835) Quien indica que la  prueba es 
un hecho o conjunto de hechos suscitados que confirma la coexistencia 
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o inexistencia de hechos ya determinados, por ello si se supone un 
hecho como verdadero del proceso de verificación de credibilidad o 
falsedad de otro hecho” (p.23). 
Por otra parte, Levene, (1993,) refiere lo siguiente: 
“La prueba está compuesta conjunto de actividades las cuales 
están destinadas a obtener la certeza judicial. 
Taruffo (2012, p. 35-36) quien indica lo siguiente: 
“La prueba será tratada dentro del proceso, es el instrumento que 
manejan las partes hace muchos años para manifestar la 
veracidad de sus afirmaciones, aquí el juez los evaluara En 
términos muy generales, se entiende como prueba cualquier 
instrumento, método, persona, cosa o circunstancia que pueda 
proporcionar información útil para resolver dicha incertidumbre 
(…)” 
Para Devis Echandia (1984) “son los hechos, con lo cual se incluyen los 
hechos, objetos, y también actividades como la inspección judicial. 
“Indica también que son aquellos el autor mencionado refiere 
existen dos tipos de prueba, la prueba extra judicial y la judicial, 
esta última seria aquella incorporada y desarrollada en el proceso 
judicial y la otra simplemente aquella que no obra en el proceso”. 
(1984, p.6). 
“Tiene como fin la demostración de los hechos propuestos por las partes 
en el proceso (1984, p.6). 
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2.2.15.3. Objeto de la prueba  
Se refiere a los medios de prueba, o sea, los medios de convicción, Se 
habla de la prueba para referirse al hecho mismo de su producción, 
ejemplo, se dice que la prueba incumbe al actor o al denunciado. 
Según Rioja (2007) indica lo siguiente: 
“El juez emitirá un pronunciamiento una vez verificada la prueba. 
Esto propuesto por ambas partes al interponer la demanda” 
(parr.15). 
2.2.15.4. Carga de la prueba 
Son ambas partes quienes deben proporcionar el medio probatorio ante 
el juez quien sus convicciones sobre los hechos alegados y estos 
medios probatorios también son establecidas por el fiscal con la ayuda 
de la policía nacional ambos trabajando para llegar a un fin común. 
Para Gozaini (1997) quien indica lo siguiente:  
“Se entiende que las pruebas deben ser ofrecidas por aquel que tenga 
la responsabilidad de probar determinado hecho, por ejemplo, si el 
Ministerio Público pretender acreditar que determinada persona cometió 
un robo, será el Ministerio Público quien ofrezca los testigos, peritos o 
video pertinentes para acreditar ese hecho, y no será el imputado quien 
tenga la obligación de ofrecer medios probatorios ya que se le sigue 
considerando inocente; sin embargo, si existiesen pruebas de que el un 
sujeto cometió determinada hecho, el sujeto se encontrará bajo la 
responsabilidad y, prácticamente, la obligación de aportas contra 
pruebas o pruebas de descargo que se encarguen de desvirtuar el 
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hecho postulado por la parte acusadora. Por lo que podemos concluir 
que el que desea alegar tiene que probar, ya que la sola alegación o 
negación de un hecho no es suficiente para crear convicción en el 
juzgador y conseguir una condena o absolución por la comisión o 
supuesta comisión de determinado delito.” (p.26) 
2.2.15.5. Derecho a brindar medios probatorios  
Los medios probatorios los cuales crean convicción en el juzgador esto 
amparado por el tribunal constitucional está amparada a la tutela 
procesal. 
 
El derecho a la prueba implica la posibilidad de postular, dentro de 
los límites y alcances que la ley reconoce, los medios probatorios para 
justificar los argumentos que el justiciable esgrime a su favor, y con los 
que pretende que el justiciable acoja su pretensión, sea en la vía civil, 
penal, etc. 
 
En el Perú, nuestro código penal adjetivo faculta a los sujetos del 
proceso a que puedan ofrecer medios probatorios, sin embargo, esto no 
puede ser realizado de manera arbitraria ya que se ha fijado los 
momentos y los términos en los que se debe realizar dicho ofrecimiento. 
Es así que las pruebas pueden ser ofrecidas por aquél que pretenda 
probar un hecho, pudiendo ser el Ministerio Público, el Actor Civil 
(agraviado) o el propio imputado, existiendo también la posibilidad de 
que en determinadas circunstancias y de manera excepcional, de oficio 
o a petición de algunas de las partes, el juez disponga la admisión y 
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actuación de nuevos medios de prueba si éstas fueran estrictamente 
necesarias y útiles para el esclarecimiento de la verdad, no pudiendo el 
juez bajo ninguna circunstancia reemplazar la aprueba admitida de oficio 
a la actuación de una prueba por alguna de las partes. 
Dentro de las formalidades que debe cumplir el Ministerio Público al 
ofrece un medio probatorio, tenemos que se deben indicar el nombre y 
domicilio de los testigos y/o peritos que prestarán declaración en juicio, 
así como también los puntos sobre los cuales habrán de declarar o 
exponer. 
Una vez notificados con el requerimiento acusatorio, los demás sujetos 
procesales, podrán absolver dicho requerimiento en un plazo de 10 días, 
exponiendo sus pretensiones, sean las de un pedido de sobreseimiento, 
interposición de una excepción, entre otras, siendo la que nos concierne 
el ofrecimiento de pruebas, las que deberán realizarse cumpliendo las 
mismas formalidades expresadas en el párrafo anterior, pudiendo 
también presentar documentos que anteriormente no fueron 
incorporados o en su defecto precisar el lugar donde éstos se 
encuentran a efectos de que sea el juzgador quien las solicite, haciendo 
uso de la autoridad que la ley le confiere. (Talavera, 2007, p.24-25) 
 
2.2.15.6. Admisión de los medios de prueba 
Para Taruffo (2012) que indica: 
“La admisión de las pruebas las cuales serán tratadas e juicios el 




2.2.15.7. los medios probatorios admitidos su adecuada actuación 
El Código de Procedimientos Penales, el nuevo Código Procesal lo deja 
a criterio del juez, escuchando a las partes. 
Para Talavera (2007) refiere que: 
“En un determinado proceso ingresan las fuentes de prueba, sin 
embargo, cuando deben ser incorporadas con las garantías de ley 
es en la etapa de juicio oral ya que solo en dicha etapa se rigen 
los a plenitud los principios procesales de oralidad, contradicción, 
publicidad, entre otros, los cuales resultan primordiales para la 
formación y valoración de las pruebas. Éstas pruebas son 
consideradas como tal solo cuando ingresaron a juicio, ya que no 
tienen el mismo valor durante una etapa investigativa, siendo esta 
la razón por la que se deben cumplir con una serie de 
formalidades para su incorporación  lo que se hace en distintas 
etapas del proceso, conforme a lo establecido en nuestro 
ordenamiento procesal penal vigente, ello con el fin de dar 
cumplimiento a un debido proceso." 
Deben regir los siguientes principios: 
 Legitimidad: 
La valoración de la prueba las cuales se desarrollan esto siempre 
bajo la ley, al hablar de la legalidad se invoca de forma especial 
cuando en la actividad probatoria originan infracciones del orden 




Nos referimos que hablamos de publicidad esto que no solo las 
partes estará presentes dentro del proceso y no el público tendrán la 
oportunidad de presenciar la presentación de los medios probatorios 
(p.26). 
 Contradicción:  
Aquí hablaremos de una contradicción de los medios probatorios 
donde las partes podrá realizar su descargo (p.27). 
 Inmediación: 
Existe una relación entre las partes y el juez dentro del hecho 
percibido y el hecho objeto de prueba. 
(p.27) 
 Comunidad de la prueba:  
“Es la ventaja o provecho que los sujetos procesales pueden sacar 
de un medio de prueba introducido en el proceso, 
independientemente de quien lo haya planteado” (p.27) 
2.2.15.8. Prueba de oficio e imparcialidad judicial 
“En definitiva, el juez no pierde su condición o rol de tercero neutral por 
el hecho de acordar una prueba de oficio, pues no contribuye con ello a 
la configuración del objeto del proceso ni pierde su posición de equilibrio 
o equidistancia, decantándose en favor o en contra de una parte” 
(Cruz,2016, p.45). 
 
2.2.15.9. La prueba indiciaria dentro del código procesal penal  
Para Carrión (2011) indica el siguiente comentario: 
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“Precisamente por la prevalencia de estas posiciones es que la 
actual regulación legal del delito de colusión ha dejado de 
considerar, como el elemento típico central, al perjuicio 
patrimonial, siendo ahora el elemento nuclear del mencionado tipo 
penal” (p.31) 
2.2.15.10. Elementos de la prueba indiciaria  
La prueba indiciaria, entonces, es aquella que prueba directamente 
hechos básicos mediatos para poder, a través de aquellos, deducir los 
hechos que tengan significación trascendente para el proceso. 
 
Miranda (2012) el cual indica que: 
“Es de advertir que esta definición, aunque resalta la necesidad de 
una inferencia que vincule el hecho mediato con el inmediato, no 
desvirtúa la existencia de un procedimiento inferencial en la 
prueba directa La prueba por indicios tiene tres elementos 
fundamentales que, examinados metodológica y secuencialmente, 
pueden servir para acreditar un hecho delictivo” 
 el indicio o hecho base de la presunción 
  el hecho presumido o conclusión 
  “el nexo o relación causal entre el indicio y el hecho 
presumido” 
2.2.15.11. La prueba indiciaria  
Rosas (s.f) nos mencionan lo siguiente: 
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Para construir la prueba indiciaria dentro del proceso penal, 
tenemos que partir de una inferencia lógica, de tal forma que 
tengamos diferentes hechos que se relacionan con el elemento 
central que se quiere probar, es decir, elementos periféricos que 
al enlazarlos nos doten de credibilidad para acreditar 
determinado hecho. Por lo que todos esos indicios que terminan 
confirmando un hecho, ya que giran en torno a él pueden 
perfectamente sustentar una sentencia condenatoria por lo que 
resulta una herramienta importante para el derecho procesal y 
sobre todo para el derecho probatorio, por lo que debe ser 
apreciado por el juzgador. 
 
 “Entonces, es través de la prueba indiciaria podemos demostrar 
determinados hechos que no necesariamente forman parte del 
delito objetivo de acusación, sino que, aplicando las reglas de la 
lógica, se puede inferir la participación de los acusados, 
resultando coherente ya que estos indicios deben guardar íntima 
relación con los elementos circunstanciales del hecho central, por 
lo que se tendrá una conclusión inequívoca y por ende se podrá 
enervar la presunción de inocencia.” (p.6).  
2.2.15.12. Diferencia entre indicio y prueba indiciaria  





INDICIO PRUEBA INDICIARIA 
 “es aquel rastro, huella, 
circunstancia y, en general, 
todo hecho conocido, o, mejor 
dicho, debidamente 
comprobado, susceptible de 
llevarnos, por vía de 
consecuencia, al conocimiento 
de otro hábito ignorado. De 
manera que el indicio, si bien 
es cierto constituye fuente de 
prueba, todavía no es medio 
de prueba. Para que ello 
acontezca, es necesario que 
este sea sometido a un 
raciocinio inferencial, que 
permita llegar a una conclusión 
y que ella aporte 
conocimientos sobre el objeto 
de la prueba. Recién en este 
estado podemos hablar de 
prueba indiciaria” (p.7) 
 prueba indiciaria es ineludible. 
En efecto, prueba indiciaria (o 
prueba por indicios) es un 
concepto jurídico-procesal 
compuesto y, como tal, incluye 
como componentes varios 
subconceptos: indicio (dato 
indiciario), inferencia aplicable 
y la conclusión inferida 
(llamada, aún por muchos, 
presunción del juez o 
presunción del hombre), que 
conducen al descubrimiento 
razonado de aquello que es 
indicado por el indicio (el 
conocimiento que se adquiere 
sobre lo que tradicionalmente 
se conoce como hecho 









2.2.15.13. Características de la prueba indiciaria  
Ya sabiendo que es una prueba indicia y la diferencia que existe entre 
un indicio y la prueba indiciaria ahora mencionaremos las 
características de prueba indiciaria. 
 
Para García (1996) nos menciona la primera característica la cual es: 
A. Prueba completa  
Talavera (2009) indica que la prueba indiciaria es considerada 
como una prueba incompleta o también conocida por cuanto el 
juez indica que es un hecho por la deducción que hace. La 
actividad probatoria no incurre sobre los hechos definitivos de 
la responsabilidad penal, sino sobre los otros hechos, y 
mediante un razonamiento puede establecerse su prueba 
(p.138). 
 
B. Prueba autónoma  
 la prueba indiciaria es un medio autónomo, porque los hechos 
en sí mismos tienen significancia probatoria se trata de una 
prueba, en tanto resultado probatorio sobre la base de hechos 
probados y de un razonamiento” (p.138). 
C. Prueba crítica  
La prueba indiciaria requiere de la lógica para llegar a la ser 
crítica, desde que interviene el raciocinio, requiere de la lógica 
para posibilitar la inferencia que permita el conocimiento del 
hecho objeto del proceso. (p.139). 
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D. Prueba de probabilidad 
“determinara la certeza necesaria para que el juzgador emita 
sentencia en el caso concreto.  (p.139). 
2.2.15.14. Elemento de la prueba indiciaria 
San Martin Castro (2001). Los elementos de la prueba indiciaria son los 
siguientes: 
 
1. El indicio 
Es un dato objetivo el cual permite una conexión dentro de una norma 
esto atreves de la lógica de un hecho oculto al que se refiere la actividad 
probatoria ya sea de una acción u omisión.  (p.856). 
La legislación de nuestro país atreves de la jurisprudencia ha declarado 
el carácter vinculante de los siguientes requisitos con respecto a los 
indicios: 
- “Tiene que ser debidamente probado, pues de lo contrario sería una 
mera sospecha indicado como de prueba directa y que, por lo 
general, debe contarse con una pluralidad de indicios”. 
 
- “son plurales o únicos, pero de una singular fuerza acreditativa” 
- “También concomitantes al hecho que se trata de confirmar, los 
indicios deben ser periféricos respecto al dato fáctico a probar”. 
- “están interrelacionados, cuando sean varios, de modo que se 
vigoricen entre sí y que no excluyan el hecho consecuencia” (San 





2. La indiferencia 
Martin (1993). La cual se obtiene del indicio el cual se puede 
determinar otro hecho diferente (la ley basada en la experiencia, en 
la ciencia o en el sentido común). 
 
3. Hecho indiciario  
“El indiciado o desconocido que se pretende conocer, surge como 
consecuencia del hecho conocido o indiciador. Para seguir ese nuevo 
nexo lógico es indispensable aplicar, una inferencia correcta en el 
procedimiento cognoscitivo para descubrir el significado de la prueba 
indiciaria con el delito” (p.143). 
 
2.2.15.5. Elementos estructurales dela prueba indiciaria 
Duran (2014) se desarrolla de la siguiente manera: 
Se parte de una primera firmación, conocida como Afirmación 
Base, la cual tiene que estar integrada por un conjunto de indicios 
los cuales deben estar probados de manera absoluta, ya que de 
no estarlos nos encontraríamos ante simples sospechas lo cuales 
no servirían como primer elemento estructural. Estos indicios nos 
pueden conducir a una posible causa y consecuentemente 
conocer el hecho hasta entonces desconocido. Así tambien, se 
pueden utilizar las reglas de la lógica. Si bien es cierto no 
estamos ante un procedimiento simple, pero se puede utilizar este 
método para llegar a una verdad relativa. (Duran, 2014, P.39). 
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Posteriormente obtendremos la Afirmación Consecuencia, la cual 
es obtenida de la primera afirmación, la señalada en el párrafo 
precedente. Esta segunda afirmación tiene como característica 
esencial que se trata de supuestos de hecho, o de un enunciado 
fáctico, pero diferenciada de la postulada en la primera 
afirmación. Por lo que la afirmación consecuencia será la que 
finalmente sea incorporada a la sentencia en calidad del hecho 
que fue parte del juzgamiento. (Duran, 2014, p.39). 
Consecuentemente tenemos que las afirmaciones antes 
mencionadas deberán estar enlazadas, por lo que tendremos un 
vínculo que nos permitirá pasar de una a otra, por lo que éste 
nexo debe ser lo más directo posible, sin dejar de lado la 
precisión, sujetándose a las ya mencionadas reglas y las 
apreciaciones, ya que solo así podremos otorgar un verdadero 
valor probatorio a lo que inicialmente constituía solo un indicio que 
formaba parte de la afirmación base. (Duran, 2014, p.39). 
El Código Procesal Penal, vigente en el muchos distritos judiciales 
del Perú desde el año 2004, ha previsto la figura jurídica penal de 
la prueba por indicios o prueba indiciaria en su artículo 158, 
numeral 3, en el que hace referencia a cuales serían los requisitos 
para que se configurara tal, establece así que se requiere que el 
indicio, en primer lugar, se encuentre acreditado. En segundo 
lugar que se utilice las reglas de la lógica para inferir, así como 
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también las máximas de la experiencia. Y en tercer lugar que 
sean varios los indicios, convergentes y también concordantes y 
que a la vez no existan indicios contrarios que los menoscaben. 
Esto guarda relación con lo establecido por la Corte Suprema a 
través del acuerdo plenario N° 01-2006, en los cuales refuerza los 
requisitos mencionados, por lo que tenemos que nuestra 
legislación nacional sí acepta la estructura desarrollada en los 
párrafos precedentes, las mismas que además han sido 
aceptadas por los doctrinarios así como también por la 
jurisprudencia, por lo que la prueba por indicios se constituye en 
mecanismo importante para acreditar la responsabilidad de un 
imputado cuando no se cuente con prueba plena, siempre en 
estricta observancia de los preceptos mencionados. (p.40). 
2.2.15.16. La concertación del tipo penal como elemento objetivo 
Ley 29758, promulgada el 11 de julio de 2011, el delito de colusión es 
identificado plenamente en dos modalidades, el tipo base previsto en el 
primer párrafo del artículo 384° del CP, que contempla la colusión como 
un delito de peligro: 
Para Juárez (2017) comenta lo que, 
“El funcionario o servidor público el cual, interviniendo directa o 
indirectamente por razón de su cargo en cualquier etapa de las 
modalidades de adquisición o contratación pública de bienes, 
obras o servicios, concesiones o cualquier operación a cargo del 
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Estado concierta con los interesados para defraudar al estado o 
entidad u organismo del Estado según ley (…)” (p.14). 
“En esta primera construcción del delito de colusión, el elemento 
principal será la concertación previa, que debe tener el funcionario 
público con facultades para negociar o influir en la adquisición o 
contratación pública. Esta concertación, además, debe cumplir 
dos requisitos: debe ser dolosa e ilícita. La defraudación como tal 
no requiere ser concretada dado que basta la potencialidad de la 
misma para que el tipo penal se configure” (p.15) 
 “La diferencia principal es evidente, el tipo penal agravado 
requiere la defraudación como resultado para su comisión, sin 
embargo, en ambos casos la concertación permanece como 
elemento objetivo del tipo penal” (p.17). 
“Ciertamente acreditar la concertación a que hace referencia el 
delito de colusión puede ser todo un reto para el fiscal a cargo de 
la investigación, ya que, por la propia naturaleza de este tipo 
penal, la concertación como tal no llega en la mayoría de veces a 
traducirse en una prueba tangible e irrefutable, que permita 
afirmar sin duda alguna su realización” (p.18). 
“Además de ello, el carácter ilícito y doloso que debe tener, 
dificulta aún más su acreditación. La concertación como tal, para 
efectos penales, debe ser entendida como el acuerdo previo entre 
dos o más personas, que revisten cualidades particulares para 
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que dicho acto tenga la potencialidad de perjuicio en agravio del 
Estado” (p.18). 
2.2.15.17. La prueba indiciaria y la imputación suficiente del delito 
de colusión 
Siendo ello así, la concertación solo podrá darse de forma comisiva, no 
siendo posible la comisión por omisión del delito de colusión. Sin 
embargo, a este precepto general se le impone dos excepciones, las 
que asumen el dolo eventual como elemento del tipo subjetivo y bajo las 
cuales, la conducta omisiva, será pasible de ser subsumida en la 
conducta comisiva que el tipo penal exige, estas son: 
Para Juárez (2017) menciona que: 
a) “Cuando se trate de un funcionario público, con vinculación 
funcional, que pudiendo hacerlo, no impide que otro funcionario 
público al que él ha delegado facultades, realice la concertación 
fraudulenta. Siendo ello así, para este caso el fundamento de la 
sanción penal recaerá, si bien no en la concertación tal cual se 
ha condicionado en el tipo penal, pero sí en relación a la 
permisibilidad de la concertación que deriva en primer lugar de 
su posición de garante como funcionario público y, en segundo 
lugar, de la delegación expresa de facultades que realiza el 
propio funcionario público a favor de otro funcionario público para 
que actúe de forma ilegal” (parr.20) 
b) Cuando se trata de un funcionario público, con vinculación 
funcional, que no impide dentro del contexto de la concertación o 
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de la negociación como tal, que los intereses económicos y 
patrimoniales del Estado, se vean mermados en beneficio de 
particulares. Este segundo supuesto alberga su justificación en la 
inobservancia del deber de garante que tiene el funcionario 
público (parr.21) 
“El legislador también contempla la oportunidad de la concertación 
colusoria. Para ello prevé la posibilidad de su comisión desde la 
convocatoria hasta la adjudicación de la buena pro, e incluso durante la 
ejecución del contrato. Luego de ello, culminado el contrato, ya sea por 
término del plazo o por figuras de contenido civil, como lo es la 
resolución del mismo, ya no será posible hablar de concertación en el 
delito de colusión” (parr.22). 
“Finalmente, la concertación y la justificación de su sanción, tienen dos 
elementos. El primero de ellos es el desvalor de la acción, contenido en 
el deber de garante del funcionario público; y en segundo lugar, el 
desvalor de resultado, que recae en el perjuicio patrimonial (potencial o 




2.3. MARCO CONCEPTUAL 
2.3.1. Colusión 
“Delito de colusión es un delito de encuentro; es decir, se requiere la 
acreditación de la concertación entre el funcionario público y el 
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particular, quienes buscan defraudar al Estado en un procedimiento de 
contratación estatal. Así, al necesariamente coexistir una conjunción de 
voluntades, la colusión constituye un delito de participación necesaria o 
encuentro en el que resulta imprescindible la intervención de ambas 
partes” (Montoya, 2013, p.23). 
2.3.2. Derecho probatorio 
La conceptualizamos como aquella ciencia que se avoca principalmente 
al estudio de la prueba en los distintos aspectos, es decir, no 
únicamente en el aspecto judicial sino también fuera del proceso. 
Podemos considerarla también como el acto procesal por medio del 
cual buscamos crear convicción en los magistrados respecto a nuestras 
pretensiones plasmadas en nuestras afirmaciones en relación a los 
hechos que los sustentan (Riojas,2017, parr.1). 
2.3.3. Administración pública  
“Están reguladas por el Derecho Administrativo. Son las actividades que 
realiza el Estado a través de sus diversos órganos jerárquicos con base 
constitucional, las mismas que se ven reflejadas por las funciones de los 
municipios, gobiernos regionales, nacionales, entre otros.” (Ossorio, 
2010, p. 47). 
2.3.4. Delito  
“El delito puede ser estudiado desde diversos aspectos, ya sea como un 
fenómeno social o un hecho estrictamente jurídico, así como también, 
previa observación, puede ser relacionado con aspectos culturales, 
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religiosos o de la moral. Entonces podemos definir al delito como aquella 
conducta que contraviene a la ley, y en consecuencia amerita una 
sanción penal. Esta conducta puede ser realizada voluntariamente o por 
imprudencia, de ahí que esta figura jurídica amerite un estudio minucioso 
y sea susceptible de amplia interpretación en el ámbito del derecho” 
(Hurtado, 1987, p. 184). 
2.4. HIPÓTESIS 
2.4.1. Hipótesis de trabajo 
Los limites probatorios de concertación en el tipo penal generan la 
aplicación de mecanismos o prueba indiciaria para justificar la sanción 
penal del imputado en delitos de colusión en el distrito judicial de Puno. 
 
2.5. VARIABLES   
 Variable independiente  
Sanción penal del imputado por delito de colusión 
 Variable dependiente  
Aplicación de la prueba indiciaria por los límites probatorias de 












METODOLOGÍA DE INVESTIGACIÓN 
 
3.1. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN  
El estudio de investigación aplicado fue el determinado por el 
racionalismo crítico: carácter Hipotético – Deductivo, el cual sitúa el 
estudio dentro de la contrastación teórica para establecer la conjetura 
hipotética. 
 
3.2. DISEÑO  
Este estudio realizado el cual se desarrolló conforme al paradigma 
cuantitativo, según el diseño no experimental, asemejando como tipo de 
investigación básica en la descripción del fenómeno investigado.  
 
3.3. POBLACIÓN Y MUESTRA 
 Población  
La población que se representó corresponde a 5344 abogados 





Está representada por la participación y encuesta de 233 abogados 
colegiado al ilustre colegio de abogados de puno. De los cuales se logró 
a 143 abogados de la zona norte de puno y 90 abogados de la zona sur 
de puno. Sumando en total de 233 abogados que representan al 100% 
de abogados encuestados. 
 
La aplicación de la nuestra corresponde el muestreo no pro 
balístico, respondiendo en forma aleatoria al interés del investigador y 
acceso a la información en abogados que tienen manejo en el ámbito 
penal. 
MUESTREO ALEATORIO SIMPLE 
  N = 95  = Tamaño de la población 
P = 0.50  = probabilidad favorable inicial 
Q = 0.50  = probabilidad desfavorable inicial 
α  = 0.05  = nivel de significancia 
Z = 1.96 
 = Z  = Z0.05/2 = 1.96 (Z de distr. 
Normal 2 colas) 
e= 0.18  = error planteado 
 
E= 0.09 








































Habiéndose deducido de la fórmula aplicada para el desarrollo de la presente 
investigación la cantidad de 360 sujetos para aplicar la encuesta 
correspondiente. 
    
3.4. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS  
 Técnica 
Se trabajó con un cuestionario precodificado, el cual sujeta preguntas 
cerradas las cuales admitirán obtener datos del análisis de los 
abogados. 
 Instrumentos 
Se manejó para el desarrollo de la investigación la encuesta que reside 
en conseguir datos de una muestra de los abogados con el fin de 
obtener mediciones cuantitativas.  
 Estilo de redacción 
El estilo para la redacción y estructuración del marco teórico es el 











RESULTADOS E INTERPRETACIÓN 
 
4.1. PRESENTACIÓN DE RESULTADOS 
 La  investigación ha sido planeada científica y sistemáticamente. 
 Se ha ejecutado acorde al diseño propuesto, aplicando el 
cuestionario precodificado y como instrumento la encuesta. 
 Los resultados patentizan los objetivos propuestos en la 
investigación. 
4.2. INTERPRETACIÓN Y ANÁLISIS 
Por medio de tablas y gráficos estadísticos se ilustran los resultados de 









4.2.1. Las pruebas que recaba la fiscalía en el delito de colusión 
 
Tabla Nª 01 
El tipo de prueba que recaba la fiscalía para sustentar el delito de colusión. 
Qué tipo  de prueba tiene que recabar dentro del distrito judicial de Puno. 
El tipo de prueba que recaba la fiscalía para 
sustentar el delito de colusión en el distrito 
de Puno 
El tipo de prueba que justifica las 













y acuerdos indebidos 
Recuento 23 0 0 23 
% del total 10% 0% 0% 10% 
Testigos 
presenciales 
Recuento 4 55 0 59 
% del total 1% 24% 0% 25% 
Mecanismos 
indiciarios 
Recuento 0 3 148 151 
% del total 0% 1% 64% 65% 
Total Recuento 27 58 148 233 
% del total 11% 25% 64% 100% 









Gráfico Nº 01 
 
Fuente: Tabla N° 1 
 
Contrastación de hipótesis 
Plantear hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable: El tipo de prueba que recaba la 
fiscalía para sustentar el delito de colusión en el distrito de Puno y la 
variable: El tipo de prueba que justifica las sentencias penales en delitos 
de colusión 
H1: Existe relación entre la variable: El tipo de prueba que recaba la 
fiscalía para sustentar el delito de colusión en el distrito de Puno y la 
variable: El tipo de prueba que justifica las sentencias penales en delitos 
de colusión 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
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Pruebas de Chi-cuadrado 
 Valor gl 




402,401a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 353,318 4 ,000 
Asociación lineal por 
lineal 
217,970 1 ,000 
N de casos válidos 233   
a. 1 casillas (11,1%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento 
mínimo esperado es 2,67. 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-cuadrado nos da una 
significancia estadística que nos muestra  que la asociación entre las 
variables, es significativa. Por lo tanto se toma la hipótesis alterna y se 
rechaza la nula. 
Interpretación y análisis 
En la tabla y gráfico Nº 1, referido a los limites probatorios en la 
concertación de delitos de colusión y la sanción aplicada basada en 
prueba indiciaria basada en la praxis jurídica de litigación de abogados 
que representaron patrocinio en el tipo penal según al tipo de prueba 
que recaba la fiscalía para sustentar el delito de colusión por el tipo de 
prueba que justifica las sentencias penales en delitos de colusión, se 
encuentra que, al sustentarse en documentos que consignen la 
existencia de reuniones, contractos y acuerdos indebidos en un 10% se 
justifica la sentencia en pruebas directas, al sustentar el delito en 
testimonios presenciales en un 24% se justifica la sentencia en pruebas 
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calificables o subjetivas y al sustentarse el delito de colusión en base a 
mecanismos indiciarios en un 64% se justifica la sentencia en pruebas 
indirectas frente a los limites probatorios que el tipo penal muestra en la 
investigación del tipo penal de colusión. 
4.2.2. La prueba indiciaria en el delito de colusión y sus agravios   
Tabla Nº02 
Establecer mediante la prueba indirecta una sanción penal en delitos 
indiciarios permite sancionar 
Establecer mediante la prueba 
indirecta una sanción penal en 
delitos indiciarios permite sancionar 
Los agravios justificados en el imputado por la 










Recuento 56 4 0 60 
% del total 24% 2% 0% 26% 
La Ausencia de 
rigor 
Recuento 0 37 0 37 
% del total 0% 16% 0% 16% 
La presunción de 
un ilícito 
Recuento 0 0 136 136 
% del total 0% 0% 58% 58% 
Total Recuento 56 41 136 233 
% del total 24% 18% 58% 100% 





Gráfico Nº 02 
 
Fuente: Tabla N° 2 
 
Contrastación de hipótesis  
Plantear hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable: Establecer mediante la prueba 
indirecta una sanción penal en delitos indiciarios permite sancionar y la 
variable: Los agravios justificados en el imputado por la prueba indiciaria 
en delitos de colusión vulnera 
H1: Existe relación entre la variable: Establecer mediante la prueba 
indirecta una sanción penal en delitos indiciarios permite sancionar y la 
variable: Los agravios justificados en el imputado por la prueba indiciaria 
en delitos de colusión vulnera 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
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Pruebas de chi-cuadrado 
 Valor gl 




429,250a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 419,198 4 ,000 
Asociación lineal por 
lineal 
226,688 1 ,000 
N de casos válidos 233   
a. 0 casillas (0,0%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento 
mínimo esperado es 6,51. 
 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-cuadrado nos da una 
significancia estadística que nos muestra  que la asociación entre las 
variables, es significativa. Por lo tanto se toma la hipótesis alterna y se 
rechaza la nula. 
Interpretación y análisis 
En la tabla y gráfico Nº 2, referido a los limites probatorios en la 
concertación de delitos de colusión y la sanción aplicada basada en 
prueba indiciaria basada en la praxis jurídica de litigación de abogados 
que representaron patrocinio en el tipo penal según la finalidad 
sancionadora que establece la prueba indirecta en delitos de colusión 
por la vulneración que ocasiona la justificación de agravios en el 
imputado por delito de colusión, se percibe que, al sancionarse el 
procedimiento irregular en un 24% se vulnera la naturaleza incriminatoria 
del tipo penal, al sancionarse la ausencia de rigor en un 16% se vulnera 
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la legalidad probatoria en la acreditación de la imputación realizada y al 
sancionarse la presunción de un ilícito penal en un 58% se vulnera la 
presunción de inocencia del imputado por delito de colusión. 
 
4.2.3. El ministerio público de qué manera incorpora la prueba 
indiciaria 
Tabla Nª 03 
De qué manera se incorpora la prueba indiciaria como herramienta para el 
ministerio público en su labor de creación de un caso 
De qué manera se incorpora la 
prueba indiciaria como herramienta 
para el ministerio público en su 
labor de creación de un caso 
La defensa técnica del imputado en delitos de 

















Recuento 59 7 0 66 
% del total 25% 3% 0% 28% 
Como elementos 
de convicción 
Recuento 0 19 4 23 
% del total 0% 8% 2% 10% 
De forma 
escueta 
Recuento 0 0 144 144 
% del total 0% 0% 62% 62% 
Total Recuento 59 26 148 233 
% del total 25% 11% 64% 100% 




Gráfico  Nº 03 
 
Fuente: Tabla N° 3 
 
Contrastación de hipótesis: 
Plantear hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable: De qué manera se incorpora la 
prueba indiciaria como herramienta para el ministerio público en su labor 
de creación de un caso y la variable: La defensa técnica del imputado en 
delitos de colusión cuestiona en la prueba indiciaria 
H1: Existe relación entre la variable: De qué manera se incorpora la 
prueba indiciaria como herramienta para el ministerio público en su labor 
de creación de un caso y la variable: La defensa técnica del imputado en 
delitos de colusión cuestiona en la prueba indiciaria 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
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Pruebas de Chi-cuadrado 
 Valor gl 




350,396a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 344,543 4 ,000 
Asociación lineal por 
lineal 
218,777 1 ,000 
N de casos válidos 233   
a. 1 casillas (11,1%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento 
mínimo esperado es 2,57. 
Prueba de hipótesis. - La prueba de Chi-cuadrado nos da una 
significancia estadística que nos muestra que la asociación entre las 
variables, es significativa. Por lo tanto, se toma la hipótesis alterna y se 
rechaza la nula. 
Interpretación y análisis 
En la tabla y gráfico Nº 3, referido a los limites probatorios en la 
concertación de delitos de colusión y la sanción aplicada basada en 
prueba indiciaria basada en la praxis jurídica de litigación de abogados 
que representaron patrocinio en el tipo penal por la incorporación de la 
prueba indiciaria como herramienta para la creación de un caso por el 
representante del ministerio público según el cuestionamiento de la 
defensa técnica del imputado en delito de colusión, se aprecia que, al 
incorporarse la prueba indiciaria con orden secuencial y lógico en la 
creación de un caso en un 25% se cuestiona la ausencia de prueba 
física incriminatoria al imputado, al incorporarse la prueba indiciaria 
como elementos de convicción en la creación de un caso en un 8% se 
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objeta el sustento objetivo y material del tipo penal en la imputación 
necesaria hacia el imputado y al incorporarse la prueba indiciaria de 
forma escueta en la creación de un caso en un 62% se cuestiona la 
vulneración de la imputación suficiente que acredite la acreditación de la 
participación del imputado en delitos de colusión. 
4.2.4. El fiscal frente el acuerdo colusorio 
 
Tabla Nª 04 
La prueba indiciaria sustentada por el fiscal frente el acuerdo 
colusorio responde 
La prueba indiciaria sustentada 
por el fiscal frente el acuerdo 
colusorio responde 
La dificultad para acreditar la concertación 






















Recuento 47 3 0 50 





Recuento 0 68 0 68 




Recuento 0 7 108 115 
% del total 0% 3% 46% 49% 
Total Recuento 47 78 108 233 
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% del total 20% 34% 46% 100% 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Gráfico Nº 04 
 
 
Fuente: Tabla N° 4 
 
Contrastación de hipótesis  
Plantear hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable: La prueba indiciaria sustentada 
por el fiscal frente el acuerdo colusorio responde y la variable: La 
dificultad para acreditar la concertación en el delito de colusión 
H1: Existe relación entre la variable: La prueba indiciaria sustentada por 
el fiscal frente el acuerdo colusorio responde y la variable: La dificultad 
para acreditar la concertación en el delito de colusión 
Nivel de significancia 
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(alfa) α = 5% 
Pruebas de Chi-cuadrado 
 Valor gl 
Sig. asintótica (2 
caras) 
Chi-cuadrado de Pearson 409,776a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 411,835 4 ,000 
Asociación lineal por 
lineal 
216,324 1 ,000 
N de casos válidos 233   
a. 0 casillas (0,0%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento 
mínimo esperado es 10,09. 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-cuadrado nos da una 
significancia estadística que nos muestra  que la asociación entre 
las variables, es significativa. Por lo tanto se toma la hipótesis 
alterna y se rechaza la nula. 
 
Interpretación y análisis 
En la tabla y gráfico Nº 4, referido a los limites probatorios en la 
concertación de delitos de colusión y la sanción aplicada basada en 
prueba indiciaria basada en la praxis jurídica de litigación de abogados 
que representaron patrocinio en el tipo penal por el sustento de la 
prueba indiciaria por el fiscal para demostrar el acuerdo colusorio según 
la dificultas que se halla para acreditar la concertación en el delito de 
colusión, se visualiza que, al sustentarse el acuerdo colusorio en un a 
infracción de deber por parte del funcionario público en un 20% se halla 
dificultad al atribuir la participación y la finalidad de defraudar al estado, 
al sustentarse el acuerdo colusorio por contravenir la expectativa 
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normativa protegida en un 29% se hallan dificultad en reunir elementos 
objetivos para vincular a los sujetos activos en delitos de colusión y al 
sustentarse el acuerdo colusorio en poder demostrar una concertación 
previa en un 46% se hallan dificultades en acreditar objetivamente la 
concertación en el delito de colusión. 
 
4.2.5. La persona sindicada de cometer un delito de colusión  
 
Tabla Nº 05 
El Ministerio Público en la persecución penal de una persona sindicada de 
cometer un delito de colusión mediante la prueba indiciaria. 
El Ministerio Publico en la 
persecución penal de una persona 
sindicada de cometer un delito de 
colusión mediante la prueba 
indiciaria logra 


















Recuento 25 0 0 25 
% del total 11% 0% 0% 11% 
Reunir indicios y 
concatenarla 
para acreditar el 
hecho 
Recuento 2 56 0 58 




Recuento 0 7 143 150 
% del total 0% 3% 61% 64% 
Total Recuento 27 63 143 233 
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% del total 12% 27% 61% 100% 
Fuente: Encuesta elaborada por el investigador 
Gráfico Nº 05 
 
Fuente: Tabla N° 5 
 
Contrastación de hipótesis  
Plantear hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable: El Ministerio Público en la 
persecución penal de una persona sindicada de cometer un delito de 
colusión mediante la prueba indiciaria logra y la variable: Una limitación 
probatoria en los delitos de colusión 
H1: Existe relación entre la variable: El Ministerio Público en la 
persecución penal de una persona sindicada de cometer un delito de 
colusión mediante la prueba indiciaria logra y la variable Una limitación 
probatoria en los delitos de colusión 
Nivel de significancia 
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(alfa) α = 5% 
Pruebas de Chi-cuadrado 
 Valor gl 
Sig. asintótica (2 
caras) 
Chi-cuadrado de Pearson 406,640a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 346,826 4 ,000 
Asociación lineal por lineal 214,207 1 ,000 
N de casos válidos 233   
a. 1 casillas (11,1%) han esperado un recuento menor que  
5. El recuento mínimo esperado es 2,90 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-cuadrado nos da una 
significancia estadística que nos muestra  que la asociación entre las 
variables, es significativa. Por lo tanto se toma la hipótesis alterna y se 
rechaza la nula. 
En la tabla y gráfico Nº 5, referido a los limites probatorios en la 
concertación de delitos de colusión y la sanción aplicada basada en 
prueba indiciaria basada en la praxis jurídica de litigación de abogados 
que representaron patrocinio en el tipo penal según el logro alcanzado 
en el proceso penal mediante la prueba indiciaria en la persecución 
penal del representante del ministerio público por la limitación probatoria 
en los delitos de colusión, se observa que, al lograr por medio de la 
prueba indiciaria probar la conducta irregular del imputado en un 11% se 
limita lograr establecer pruebas físicas, a lograr reunir indicios y 
concatenarlos para acreditar el tipo penal en un 24% no se logra probar 
la participación activa del imputado y al lograr destruir la presunción de 
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inconciencia por la prueba indiciaria en un 61% no se puede superar la 
protección de los principios procesales en los delitos de colusión.  
4.2.6. El imputado responde frente a la prueba indiciaria 
 
Tabla Nª 06 
La aceptación de la prueba indiciaria como justificante para reprimir 
penalmente al imputado responde 
La aceptación de la prueba 
indiciaria como justificante para 
reprimir penalmente al imputado 
responde 

















Recuento 86 0 0 86 
% del total 37% 0% 0% 37% 




Recuento 4 30 0 34 
% del total 2% 13% 0% 15% 
Arbitrariedad 
probatoria 
Recuento 0 11 102 113 
% del total 0% 5% 44% 48% 
Total Recuento 90 41 102 233 
% del total 39% 18% 44% 100% 






Gráfico Nº 6 
 
 
Fuente: Tabla N° 6 
 
Contrastación de hipótesis 
Plantear hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable: La aceptación de la prueba 
indiciaria como justificante para reprimir penalmente al imputado 
responde y la variable: El efecto que genera la constitución de la prueba 
indiciaria 
H1: Existe relación entre la variable: La aceptación de la prueba 
indiciaria como justificante para reprimir penalmente al imputado 




Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
Pruebas de Chi-cuadrado 
 Valor gl 
Sig. asintótica (2 
caras) 
Chi-cuadrado de Pearson 357,697a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 385,439 4 ,000 
Asociación lineal por lineal 215,518 1 ,000 
N de casos válidos 233   
a. 0 casillas (0,0%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento mínimo esperado 
es 5,98 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-cuadrado nos da una 
significancia estadística que nos muestra  que la asociación entre las 
variables, es significativa. Por lo tanto se toma la hipótesis alterna y se 
rechaza la nula. 
 
Interpretación y análisis 
En la tabla y gráfico Nº 6, referido a los limites probatorios en la 
concertación de delitos de colusión y la sanción aplicada basada en 
prueba indiciaria basada en la praxis jurídica de litigación de abogados 
que representaron patrocinio en el tipo penal según la aceptación dela 
prueba indiciaria como justificante para reprimir penalmente al imputado 
por el efecto que genera la constitución de la prueba indiciaria, se colige 
que, al justificarse la represión penal del imputado como una política 
criminal en un 37% la constitución indiciaria vulnera el principio de 
inocencia, al justificarse la represión penal como represión a la 
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corrupción de funcionarios públicos en un 13% la prueba indiciaria 
general el sustentado de la concertación por un eventual 
comportamiento y al justificarse la represión penal del imputado como 
una arbitrariedad probatoria en un 44% se genera la omisión de la 
imputación necesaria en los delitos de colusión 
4.2.7. La sanción de la prueba indiciaria  
 
Tabla Nª 07 
La justificación de la sanción por prueba indiciaria responde 
La justificación de la sanción por 
prueba indiciaria responde 
Un factor que impide la penalización de la 












El derecho a la 
imputación 
suficiente 
El desvalor de la 
acción contenido 
en el deber del 
funcionario 
publico 
Recuento 43 0 0 43 
% del total 18% 0% 0% 18% 
El desvalor de 




Recuento 8 48 0 56 
% del total 3% 21% 0% 24% 
La imposibilidad 
de formalizar la 
investigación 
preparatoria 
Recuento 0 4 130 134 
% del total 0% 2% 56% 58% 
Total Recuento 51 52 130 233 
% del total 22% 22% 56% 100% 




Gráfico Nº 07 
 
Fuente: Tabla N° 7 
 
Contrastación de hipótesis 
Plantear hipótesis 
H0: No existe relación entre la variable: La justificación de la sanción por 
prueba indiciaria responde y la variable: Un factor que impide la 
penalización de la comisión del delito de colusión en imputado.   
H1: Existe relación entre la variable: La justificación de la sanción por 
prueba indiciaria responde y la variable: Un factor que impide la 
penalización de la comisión del delito de colusión en imputado.   
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
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Pruebas de Chi-cuadrado 
 Valor gl 
Sig. asintótica (2 
caras) 
Chi-cuadrado de Pearson 379,604a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 380,745 4 ,000 
Asociación lineal por lineal 214,882 1 ,000 
N de casos válidos 233   
a. 0 casillas (0,0%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento 
mínimo esperado es 9,41. 
Prueba de hipótesis.- La prueba de Chi-cuadrado nos da una 
significancia estadística que nos muestra  que la asociación entre las 
variables, es significativa. Por lo tanto se toma la hipótesis alterna y se 
rechaza la nula. 
 
Interpretación y análisis 
En la tabla y gráfico Nº 7, referido a los limites probatorios en la 
concertación de delitos de colusión y la sanción aplicada basada en 
prueba indiciaria basada en la praxis jurídica de litigación de abogados 
que representaron patrocinio en el tipo penal según el resultado de la 
justificación de la sanción por la prueba indiciaria en delitos de colusión 
por el factor que impide la penalización de la comisión del tipo penal de 
colusión, se encuentra que, cuando la justificación responde al desvalor 
de la acción contenida en el deber del funcionario público en un 18% se 
impide la penalización por la ausencia del conocimiento detallado del 
correlato derechos, la forma y circunstancia del ilícito penal, cuando la 
justificación responde al desvalor del resultado en perjuicio patrimonial 
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del Estado en un 56% se impide la penalización por ausencia de la 






Primera.-  Se determinó que para justificar la sanción penal en delitos de 
colusión en un 11% se justifica en prueba directa, en un 25% se 
justifica en pruebas cualificables y en un 64% se justifica en 
pruebas indiciarias evidenciándose la arbitrariedad procesal para 
el tipo penal. 
 
Segunda.-  Se establece como agravios ocasionados al justificar la sanción 
penal por prueba indiciaria, en un 24% se vulnera la naturaleza 
incriminatoria, en un 18% se vulnera la legalidad probatoria y en 
un 58% se vulnera el principio de presunción de inocencia del 
imputado por delito de colusión. 
 
Tercera.-  Se identificó según la praxis de los abogados litigantes como 
cuestionamiento a la aplicación de la prueba indiciaria que en un 
11% se omite la valoración del sustento objetivo y material del tipo 
penal, en un 25% se cuestiona la ausencia de prueba física 
incriminatoria en la configuración penal y en un 64% se cuestiona 
la vulneración de la imputación suficiente en la justificación 
probatoria para determinar la sanción penal del imputado en delito 
de colusión. 
 
Cuarta.- Se identificó según la práctica jurídica como dificultades halladas 
para la acreditación de la concertación del tipo penal que en un 
20% no se puede atribuir la participación y la finalidad de 
 
 
defraudar al Estado en la concertación, en un 34% no se puede 
reunir elementos objetivos para vincular a los sujetos activos del 
tipo penal y en un 46% no se puede acreditar objetivamente la 







Primera.- A los legisladores, se incorpore un tipo penal específico de la 
extensión de responsabilidad penal que permita imputar 
objetivamente la participación del funcionario y particularizar a los 
intervinientes en la comisión del delito de colusión. 
 
Segunda.-  A los legisladores en la tipificación del delito de colusión, 
incorporar una sección que permita la identificación de conductas 
fraudulentas penalmente en el desempeño de funciones de los 
funcionarios o servidores públicos permitiendo limitar el uso de la 
prueba indiciaria para alcanzar su sanción penal en delitos de 
colusión. 
 
Tercera.-  Al representante del Ministerio Público, recomendar en los 
criterios del uso de la prueba indiciaria considerar la 
determinación de las etapas del desarrollo ilícito en la conducta 
funcional identificando los indicios sustentados en peritajes por 
etapas en los delitos de colusión. 
 
Cuarto.- Las investigaciones en delitos de colusión deben de sujetarse a 
una percepción subjetiva en el desarrollo y objetiva en el 
desarrollo sistemático. 
Alcanzando una imputación concreta que no vulnere el derecho 
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ESCUELA DE POSGRADO – UANCV 




La presente encuesta tiene como fin obtener información que acredite el 
resultado de la investigación la cual tiene como título sanción por prueba 
indiciaria en delitos de colusión frente a los limites probatorios de concertación 
distrito judicial de Puno, para lo cual solicitamos su sincera colaboración en el 
llenado del presente cuestionario, cuya información será eminentemente 
confidencial. Anticipadamente agradecemos su colaboración. 
 
1. Según su praxis, indique el tipo de prueba que recaba la fiscalía para 
sustentar el delito de colusión en el distrito de Puno. 
a) Documentos que consignen la existencia de reuniones, contactos y 
acuerdos indebidos  
b) Testigos presenciales 
c) Mecanismos indiciarios  
2. Según su praxis, indique el tipo de prueba que justifica las sentencias 
penales en delitos de colusión. 
a) Prueba directa  
b) Pruebas calificables  
c) La prueba indirecta 
3. Según su praxis establecer mediante la prueba indirecta una sanción 
penal en delitos indiciarios permite clasificar. 
a) El procedimiento irregular  
b) La Ausencia de rigor  




4. Según su praxis, los agravios justificados en el imputado por la prueba 
indiciaria en delitos de colusión vulnera… 
a) La naturaleza incriminatoria   
b) La legalidad probatoria  
c) Presunción de inocencia  
5. Según su praxis, ¿de qué manera se incorpora la prueba indiciaria 
como herramienta para el Ministerio Público en su labor de creación de 
un caso? 
a) Con orden secuencial y lógico  
b) Como elementos de convicción  
c) De forma escueta  
6. Según su praxis, la defensa técnica del imputado en delitos de colusión 
cuestiona en la prueba indiciaria… 
a) La ausencia de prueba física incriminatoria  
b) El sustento objetivo y material  
c) La vulneración de la imputación suficiente 
7. Según su praxis, la prueba indiciaria sustentada por el fiscal frente el 
acuerdo colusorio responde a… 
a) Una infracción de deber por parte del funcionario publico  
b) Contraviene la expectativa normativa protegida  
c) Demostrar una concertación previa  
8. Según su praxis, la dificultad para acreditar la concertación en el delito 
de colusión es… 
a) Atribuir la participación y la finalidad de defraudar al estado 
b) Reunir elementos objetivos para vincular a los sujetos activos  
c) La acreditación de la concertación  
 
 
9. Según su praxis, el Ministerio Público en la persecución penal de una 
persona sindicada de cometer un delito de colusión mediante la prueba 
indiciaria logra. 
a) Probar la conducta irregular del imputado  
b) Reunir indicios y concatenarla para acreditar el hecho  
c) Destruir la presunción de inocencia  
10. Según su praxis, una limitación probatoria en los delitos de colusión 
es… 
a) Establecer pruebas físicas  
b) Probar su participación activa del imputado 
c) Superar la protección de los principios procesales  
11. Según su praxis, considera que la aceptación de la prueba indiciaria 
como justificante para reprimir penalmente al imputado, responde a… 
a) Una política criminal  
b) Represión a la corrupción de funcionarios públicos  
c) Arbitrariedad probatoria  
12. Según su praxis, identifique el efecto que genera la constitución de la 
prueba indiciaria. 
a) Vulnera el principio de inocencia  
b) Se sustenta la concertación de un eventual comportamiento  
c) Imputación necesaria  
13. Según su praxis, la justificación de la sanción por prueba indiciaria 
responde a… 
a) El desvalor de la acción contenido en el deber del funcionario publico  
b) El desvalor de resultado en el perjuicio patrimonial del Estado 
c) La imposibilidad de formalizar la investigación preparatoria  
 
 
14. Un factor que impide la penalización de la comisión del delito de 
colusión en imputado es… 
a) El conocimiento detallado del correlato de los hechos, la forma y 
circunstancia  
b) El carácter clandestino de la colusión  
c) El derecho a la imputación suficiente  
 
 
 
 
 
